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En la primera parte de este capítulo, presentaré las conclusiones de mi 
investigación sobre el problema del concepto del paternalismo. Haré una propuesta de 
definición de la acción paternalista y trataré de mostrar su utilidad para arrojar luz sobre 
algunos de los aspectos más controvertidos de este concepto. A partir de esta definición, 
se ordenarán los problemas en tres partes: problemas relacionados con el modo o la forma 
de la intervención paternalista, problemas relacionados  con los sujetos de la relación 
paternalista y, finalmente, problemas relacionados con la finalidad del paternalismo. 
 
 Con respecto al primer orden de problemas, los relacionados con el modo o la 
forma del paternalismo, sugeriré, en primer lugar, que la acción paternalista supone 
siempre un ejercicio de poder y que muchas de las dificultades conceptuales en torno al 
paternalismo tienen su origen en las dificultades conceptuales sobre la noción de “ejercer 
poder”. Se hará referencia a las principales de estas dificultades.  En segundo lugar, 
explicaré el concepto de paternalismo jurídico como el resultado de un ejercicio de poder 
jurídico. Finalmente, haré explícitas las ventajas más importantes que, a mi juicio, ofrece 
mi propuesta de concepto de paternalismo jurídico. 
 
 Con respecto al segundo orden de problemas, los relacionados con los sujetos de 
la relación paternalista, consideraré, en primer lugar, algunas cuestiones importantes 
referidas al sujeto que ejerce el paternalismo. Me plantearé, en particular, si todo 
  
 443 
paternalismo estatal es paternalismo jurídico y viceversa. En segundo lugar, examinaré 
qué características debe tener el sujeto sobre el que se ejerce el paternalismo y, en 
concreto, el problema de si este sujeto debe ser competente o no. Por último, haré algunas  
consideraciones sobre la noción de “auto-paternalismo” y la plausibilidad de considerarla 
como genuino paternalismo. 
 
 Con respecto al tercer orden de problemas, los relacionados con la finalidad del 
paternalismo, se trazará la importante distinción entre paternalismo y perfeccionismo a 
partir de dos criterios: a) el paternalismo consiste en evitar daños y no en beneficiar, y b) 
el paternalismo consiste en evitar daños de tipo físico, psíquico y económico y no daños 
morales. Por su parte, el perfeccionismo estaría orientado a beneficiar (buscar la 
perfección) y a promover beneficios de tipo moral (el beneficio de un carácter 
moralmente mejor). Igualmente, se considerará el carácter, paternalista o perfeccionista, 
de las interferencias orientadas a evitar daños morales, por un lado, y a proporcionar 
beneficios físicos, psíquicos y económicos, por otro. Para finalizar, dentro de este último 
apartado desarrollaré la idea de que el paternalismo sólo trata de evitar al individuo 
aquellos daños o el incremento de riesgo daños que tienen su origen en las acciones y 
omisiones del propio individuo (daños auto-infligidos). 
 
 En la segunda parte del capítulo trataré el problema de la justificación del 
paternalismo. Construiré, en primer lugar, la distinción entre paternalismo fuerte y débil y 
haré la crítica del paternalismo fuerte. En segundo lugar, propondré las condiciones de 
justificación del paternalismo débil que, a mi juicio, serían las tres siguientes: 1) 
idoneidad y necesidad de la medida, 2) incompetencia básica del sujeto tratado 
paternalistamente y 3) consentimiento hipotético racional a la medida. 
 
2. El concepto de paternalismo 
 
2.1. La neutralidad valorativa del concepto de paternalismo 
 
El primer problema que se enfrenta en el estudio del concepto y la justificación del 
paternalismo es la emotividad normalmente desfavorable del término en el lenguaje 
ordinario. Ahora bien, incluso para los que hacen un uso peyorativo del término 
“paternalismo”, éste no designaría un concepto puramente normativo (como, por 
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ejemplo, ‘malo’ o ‘incorrecto’), por lo que es posible separar algunos aspectos 
descriptivos de los puramente evaluativos. Siendo así,  a mi juicio, como punto de partida 
no debería hacerse de la valoración del paternalismo (justificado o injustificado) una 
“característica que define”, sino tan sólo “una característica que acompaña”1. De esta 
manera, se evita el riesgo de dar con soluciones a problemas morales que descansen en 
definiciones, pues resulta inaceptable que se le dé una respuesta negativa al problema de 
si es correcto desde el punto de vista moral ejercer el paternalismo, diciendo que se trata 
precisamente de “paternalismo” y el “paternalismo” por definición está injustificado. 
Entiendo, en consecuencia, que el concepto de paternalismo es “neutral” cuando la 
afirmación  “A ejerce paternalismo sobre B” no conlleva necesariamente el juicio moral 
“A está actuando inmoralmente con respecto a B”. 
 
Mi propuesta sería, por tanto, partir de un concepto de paternalismo que sea 
análogo, por lo que a la neutralidad se refiere, al concepto de “matar” y no al de 
“asesinar”2. “Matar” es una conducta que todo el mundo estaría de acuerdo en que 
siempre requiere justificación (al menos, cuando se mata a un ser humano) y una gran 
mayoría entiende que, en ocasiones, puede estar justificada. Sin embargo, la calificación 
de “asesinato” conlleva ya el juicio moral negativo: asesinar es matar injustificadamente. 
 
2.2. Una plausible definición de paternalismo 
 
 Para elucidar el concepto de paternalismo me parece que el punto de partida más 
adecuado es tratar de aclarar el significado de la siguiente expresión: 
 
 A ejerce paternalismo sobre B 
 
A mi juicio, es plausible sostener que esta expresión equivale a la siguiente: 
 
1) A  ejerce poder sobre B, 
                                                 
1 Sobre esta distinción, véase: Hospers, John: An Introduction to Philosophical Analysis, ed. Routledge, 
London, 1990. 
 
2 Una opinión coincidente con ésta puede verse en: Dieterlen, Paulette: “ Respuesta a M. Atienza”, en Doxa, 




2) con la finalidad de evitar que B lleve a cabo  acciones u omisiones que le 
dañan a sí mismo y/o le suponen un incremento del riesgo de daño y/o la 
pérdida de un beneficio (siendo estos daños y beneficios de tipo físico, 
psíquico o económico). 
 
 
Para especificar el alcance de esta definición  y mostrar los problemas que surgen 
al respecto analizaré, a continuación, los siguientes elementos de la relación paternalista 
entre A y B: 1) el modo ; 2) los sujetos; y 3) la finalidad. 
 
2.3. Los elementos de la relación paternalista 
 
2.3.1. El modo de la relación paternalista 
 
A) La caracterización del paternalismo en general 
 
 El elemento de la relación paternalista que, sin duda, mayores dificultades crea en 
su elucidación conceptual es el del modo propio de la relación paternalista. El 
paternalismo se diferenciaría de la conducta meramente benevolente porque consiste, 
según los autores, en coaccionar, interferir con la libertad, faltar al respeto debido, violar 
la autonomía, engañar, ocultar información, violar normas morales, etc. Si partiéramos de 
un tipo de definición como el de la definición por género y diferencia específica, 
podríamos decir que el problema del paternalismo no se plantea en torno a su adscripción 
al género (de los actos benevolentes) sino en determinar cuál es su diferencia específica. 
Y esa diferencia estaría en el modo en que se ejerce ese acto benevolente. 
 
 En mi opinión, estas dificultades para encerrar en una definición a la acción 
paternalista tienen su origen en que el paternalismo supone un ejercicio de poder de A 
sobre B y que, como señaló Max Weber, el poder es amorfo3, es decir, cualquier medio 
puede ser idóneo para el ejercicio del poder, dependiendo de las circunstancias concretas 
                                                 
3 “ El concepto de poder –di ce Max Weber- es sociológicamente amorfo. Todas las cualidades imaginables 
de un hombre y toda suerte de constelaciones posibles pueden colocar a alguien en l a posición de imponer 
su voluntad en una situación dada”, en Weber, Max: Economía y sociedad, ed. FCE, México, 1993, p. 43, 




del caso. Por tanto, es una tarea estéril tratar de presentar una lista cerrada de medios para 
el paternalismo apoyándose en ejemplos. En lugar de esto, me parece más útil concentrar 
los esfuerzos en aclarar lo que he denominado el modo o la forma de la relación 
paternalista, que consistiría siempre en ejercer poder. Felix E. Oppenheim ha definido la 
noción de “ejercer poder” de la siguiente manera: 
 
“A ejerce poder sobre B para que haga X si (si y únicamente si) A influye en B para que 
haga X o coacciona a B para que haga a X o castiga a B por no hacer X. A ejerce poder 
sobre B para que no haga X si A influye en B para que no haga X o impide a B hacer X o 
castiga a B por haber hecho X”4. 
 
 El concepto de poder no es, en absoluto fácil,  y soy consciente de que mi propuesta 
puede tener como única virtud, si es que tiene alguna, la de señalar la fuente del problema 
pero no la de dar con una solución. A continuación, trataré de mostrar, por un lado, cómo 
las dudas sobre el concepto de paternalismo tienen su origen en una serie de alternativas  
fundamentales que se presentan sobre el concepto de poder y, por otro lado, intentaré 
alcanzar algunas conclusiones sobre el concepto de paternalismo tomando partido por 
algunas de esas alternativas. 
 
a) El paternalismo como un ejercicio de poder intencional 
 
En primer lugar, los teóricos del poder están divididos al respecto de si el ejercicio 
del poder es siempre intencional o no y, al igual que ocurre con el problema del 
paternalismo, son “víctimas” del juego de los ejemplos y contra-ejemplos5. Si bien el 
ejercicio del poder que consiste en castigar supone necesariamente la intención de 
castigar por parte de quien lo ejerce, en otros casos (la coacción y la influencia) el uso 
que hacemos de la expresión “A ejerció poder sobre B”, parece indicar que manejamos  
una noción de “ejercer poder” no “intencional”: por ejemplo, cuando se dice que los  
                                                                                                                                                 
 
4 Oppenheim, Felix E.: Conceptos políticos. Una reconstrucción, ed. Tecnos, Madrid, 1987, p. 18 (he 
cambiado las letras de las variables de la defini ción de este autor para ajustarla a mi definición de 
paternalismo). Este análisis del concepto de “ ejercer poder” no contradice la idea de que el poder es amorfo 
y que, por tanto, no es posible dar una lista cerrada de medios idóneos para el poder. Piensese en los medios 
que, por ejemplo, pueden servir para que una persona influya en otra.  
 




escritos de Karl Marx han ejercido una gran influencia sobre pensadores posteriores de 
maneras que el propio Karl Marx no había previsto o, incluso, no habría querido.  
 
 Esta alternativa sobre el concepto de poder se traslada a la cuestión del 
paternalismo. En el contexto de relaciones paternalistas entre individuos podemos 
imaginar algunos casos, más o menos raros, de ejercicio no intencional de poder. 
Supongamos el caso de un paciente que, por su carácter y educación, no es capaz de 
llevar la contraria a su médico, un prestigioso neurocirujano. Si este médico trata de 
convencer al paciente de que siga un determinado tratamiento porque considera que le 
evitará graves daños, podría darse la situación de que el paciente acepte el tratamiento 
sólo por no contrariar al médico y no porque las razones de éste le convenzan de ello. El 
médico ha ejercido poder sobre el paciente aún sin quererlo y dado que la finalidad de su 
acción (convencer al paciente de aceptar el tratamiento) perseguía evitar daños al 
paciente, podría decirse que estamos ante un caso de paternalismo no intencional o por el 
resultado. No obstante, creo que al considerar el problema de la justificación del 
paternalismo es más fructífero partir de una concepción del mismo como ejercicio 
intencional de poder, al menos cuando el interés principal sobre el paternalismo reside en 
saber en qué casos está justificado, si es  que lo está en algunos casos, y no en un análisis  
puramente sociológico sobre las formas de poder6.  
 
En general, más allá de algunos casos especiales, la noción de poder no 
intencional puede ganar relevancia si el foco de atención pasa del acto paternalista a la 
relación paternalista. Por relación paternalista cabe entender la relación que se entabla 
entre dos sujetos A y B, cuando A ejerce paternalismo sobre B. Sin embargo, también 
cabe entender por “relación paternalista” un tipo de relación social caracterizada por la 
atribución de roles sociales concretos a los que intervienen en la misma: por ejemplo, la 
relación paterno-filial, la relación médico-paciente, etc. En este último sentido de relación 
social, quizás la noción básica sea la de “tener poder” y no tanto la de “ejercer poder” y, 
por tanto, la cuestión de si el poder se puede ejercer de forma intencional o no quedaría 
relegada a un segundo plano. 
 
                                                 
6 Además, limitando el paternalismo al ej erci cio de poder intencional  evitamos que la inmadurez o el 
infantilismo del sujeto B convierta a toda relación social en una relación paternalista. 
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 Es necesario advertir que habría otro sentido en el que se puede predicar del 
paternalismo que no es intencional y que se refiere, no a si el ejercicio del poder es o no 
intencional, sino a si la finalidad del agente A al ejercer el poder deliberadamente sobre B 
es verdaderamente evitar que B se dañe a sí mismo. Para aclarar este punto, me parece 
interesante considerar los cinco casos siguientes: 
 
1) Supongamos que un médico no receta a un paciente un medicamento que sólo se 
puede comprar con receta porque desea perjudicarle. Con el tiempo se demuestra que el 
medicamento tiene contraindicaciones que hubieran sido letales para el paciente. La 
negativa del médico supone un ejercicio de poder que tiene como consecuencia evitar 
graves daños al paciente.  
 
2) Supongamos que un médico no receta a un paciente un medicamento que éste le 
demanda por la única razón de que los fabricantes de esa marca no le han ofrecido, a 
diferencia de otras marcas, incentivos económicos por contribuir con sus recetas a la 
difusión del mismo. Con el tiempo se demuestra que el medicamento tiene 
contraindicaciones que hubieran sido letales para el paciente. La negativa del médico 
supone un ejercicio de poder que tiene como consecuencia evitar graves daños al 
paciente.  
 
3) Supongamos que el médico cree que el fármaco que le demanda el paciente no ha sido 
suficientemente experimentado y que no es descartable que surjan complicaciones graves  
con su consumo. Además, el médico no ha sido incentivado por los fabricantes para 
recetarlo y por esta razón, siguiendo su costumbre, receta otros medicamentos 
alternativos de otras industrias más “generosas”. El médico está dispuesto a recetar el 
medicamento en cuanto reciba un incentivo suficiente, pero mientras tanto se abstiene de 
ello sabiendo que es posible que esté evitando daños al paciente. Con el tiempo se 
demuestra que el medicamento tiene contraindicaciones que hubieran sido letales para el 
paciente.  La negativa del médico supone un ejercicio de poder que tiene como 
consecuencia evitar graves daños al paciente.  
 
4) Supongamos que el médico no receta el medicamento que el paciente desea porque 
cree que su consumo puede perjudicarle (dado que, a su juicio, el fármaco no ha sido 
suficientemente probado) y, además, de esta manera puede seguir recetando un 
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medicamento alternativo para el que sí tiene incentivos económicos del fabricante. A 
diferencia del caso anterior, el médico no recetaría el nuevo medicamento aun cuando le 
incentivaran económicamente para ello. Con el tiempo se demuestra que el medicamento 
tiene contraindicaciones que hubieran sido letales para el paciente.  La negativa del 
médico supone un ejercicio de poder que tiene como consecuencia evitar graves daños al 
paciente. 
 
5) Finalmente, supongamos que el médico no receta el fármaco al paciente por la única 
razón de que piensa que puede perjudicarle. Este médico no acepta incentivos por recetar 
y ha hecho suya la máxima hipocrática “primum non nocere”. Con el tiempo se 
demuestra que el medicamento tiene contraindicaciones que hubieran sido letales para el 
paciente.  La negativa del médico supone un ejercicio de poder que tiene como 
consecuencia evitar graves daños al paciente. 
 
 De estos cinco casos los dos últimos me parecen claramente paternalistas, los dos 
primeros no lo serían y el tercero plantea dudas. Veamos esto con algo más de detalle. 
Empezando por el último caso, la consecuencia prevista y deseada por el médico es, a la 
vez, su única razón para actuar y, por ello, su acción de ejercer el poder la vemos como 
una forma de evitar que B se dañe a sí mismo; aquí estaríamos ante una acción totalmente 
paternalista. En el cuarto caso, evitar que B se dañe a sí mismo no es la única razón por la 
que el médico no extiende la receta, pero se trata de una consecuencia de su acción 
prevista y deseada por el médico, hasta el punto de que hubiera actuado así si esa hubiera 
sido la única razón; aquí estaríamos ante una acción parcialmente paternalista. En el 
tercer caso, la consecuencia de evitar que B se dañe a sí mismo es prevista y aceptada por 
el médico, pero no es la razón por la que el médico hace lo que hace. Mi sospecha es que 
este tipo de casos son frecuentes en el contexto político, donde las finalidades  
perseguidas por el poder público son muy diversas y las consideraciones paternalistas 
están presentes pero no llegan a ser suficientes por sí solas. En la medida en que los  
objetivos paternalistas son realmente considerados y aceptados, creo que es conveniente 
entender que se trata también de una acción parcialmente paternalista. Sobre todo porque 
al considerar la justificación de estas acciones, puede ocurrir que sus componentes 




 Los dos primeros casos no serían, a mi juicio, supuestos de paternalismo. En el 
segundo, la consecuencia de que B se evita daños a sí mismo ni siquiera es prevista por el 
médico y, en el primero, el médico ha previsto la consecuencia contraria, es decir dañar al 
paciente. Admitir que estos casos pueden ser entendidos en términos paternalistas 
arrojaría resultados inaceptables. Así, por ejemplo, también sería paternalista la acción de 
ladrón que al tratar de robar a un sujeto le impide subir a un avión que se estrella o la del 
portero de discoteca que al impedir la entrada a alguien porque lleva zapatillas de deporte 
le evita quedar atrapado en el posterior incendio del local. 
  
b) El paternalismo como ejercicio de poder probablemente suficiente para que B se 
comporte de cierta manera. 
 
En segundo lugar, aunque según la idea más general del poder A ejerce poder 
sobre B si “consigue que B haga algo que de otra manera no haría”7, creo que tiene razón 
Felix E. Oppenheim al señalar que para hablar de un ejercicio de poder es mejor limitarse 
a la idea de condición de probabilidad suficiente8. Así diríamos que A ejerce poder 
paternalista sobre B para que no haga Y (actos que le dañan) si A deliberadamente lleva a 
cabo cierta acción X que es condición de probabilidad suficiente para que B decida no 
hacer Y o para frustrar el intento de B de hacer Y.  
 
Esta idea de condición de probabilidad suficiente es importante para el problema 
del paternalismo. En el siguiente texto Felix E. Oppenheim nos la explica:  
 
“Partiendo de una interpretación probabilista de las nociones de condición 
suficiente y necesaria, podemos decir: una condición suficiente de 
probabilidad para un suceso E (por ejemplo, que R haga X) es un conjunto de 
circunstancias C que convierten a E en algo muy probable; y una condición 
necesaria de probabilidad de E es un conjunto de circunstancias C, sin las  
cuales sería altamente improbable que E ocurriese. Si yo digo que P influyó 
en R para que hiciese X estoy afirmando dos cosas ciertas: 1) que P hizo Y, y 
2) que R hizo X. También afirmo 3) que la acción Y de P era al menos una de 
las causas de que R hiciese X; pero esto no lo afirmo con certeza, sino con 
una grado relativamente elevado o bajo de probabilidad. Por tanto, que P  
                                                 
7 Dahl, Robert A.: “The Concept of Power”, en Behavioral Science, 2 (1957), p. 203. La cita está recogida 
de Oppenheim, Felix E.: Conceptos políticos. Una reconstrucción, cit., p. 35. 
 




ejerció influencia sobre la acción X de R es una explicación causal y 
probabilística de la conducta de R”9. 
 
De acuerdo con lo anterior, cuando decimos que A se ha comportado 
paternalistamente con B, por medio del acto X, queremos decir que es altamente probable 
que X sea una de las causas del comportamiento de B. Esto es particularmente importante 
en contextos políticos; si la amenaza de sanciones por no llevar el cinturón de seguridad 
es paternalista es, entre otras cosas, porque consideramos muy probable que una de las  
causas por la que algunos conductores se ponen el cinturón es eludir la sanción. El 
legislador trata de influir de esta manera en el comportamiento de los conductores 
imprudentes. 
 
La idea de que el ejercicio del poder supone “causar” (aunque sea en el sentido de 
condición de probabilidad suficiente) el comportamiento de otro puede plantear 
problemas con aquellos  casos en los que el sujeto B hace aquello que de todas formas  
hubiera hecho. Pensemos en el caso de un médico que oculta información a un paciente 
para evitar que éste rechace un tratamiento que necesita (por ejemplo, con respecto a lo 
doloroso del tratamiento); sin embargo, el paciente hubiera aceptado el tratamiento de 
todas formas, es decir, con un revelación completa de la información. Creo que en estos 
casos hay dos opciones plausibles: De acuerdo con la primera, habría que enmendar la 
definición de manera que para determinar que un acto de A con respecto a B es  
paternalista no sería necesario que A ejerza el poder sobre B sino que A crea que ejerce 
el poder sobre B, con fines paternalistas. Esta primera opción me parece inaceptable 
porque convertiría en paternalistas a acciones moralmente irrelevantes. De acuerdo con la 
segunda, habría que decir que el médico no ejerció paternalismo sobre B, sino que sólo lo 
intentó. Su acción muestra, de un lado, una actitud paternalista y, de otro lado, implica un 
engaño, lo cual requiere de justificación independiente. El paciente podría reprochar al 
médico haberle engañado y también haber intentado ejercer el paternalismo con él, pero 
esto es diferente a  reprocharle haber ejercido el paternalismo. Me inclino por aceptar esta 
segunda opción. 
 
c) El paternalismo como ejercicio de poder distinto a la persuasión racional 
 
                                                 
9 Oppenheim, Felix E.: Conceptos políticos. Una reconstrucción, cit., p. 34. 
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En tercer lugar, el ejercicio de poder suele entenderse de una manera amplia, que 
incluye a la persuasión racional, o de una manera estricta, que incluye diversas formas de 
influencia y a la coacción, pero excluye la persuasión racional10. A mi juicio, el 
paternalismo consistiría en un ejercicio de poder, en sentido estrecho que excluye la 
persuasión racional. Esto ilumina la persistente conexión que se realiza entre actuar 
paternalistamente y violar la autonomía del sujeto tratado paternalistamente. Más 
adelante volveré sobre este punto, pero aquí quiero señalar que el que el sujeto A viole o 
no la autonomía, en el sentido de derecho moral a la no interferencia, del sujeto B cuando 
actúa paternalistamente es contingente (depende de si A actúa justificadamente o no) y no 
debe formar parte de la definición del acto paternalista. Lo que sí es necesario es que B 
no cambie de conducta porque acepta autónomamente las razones de A, es decir, porque 
cree que esas razones de A son también razones para él. 
 
De acuerdo con esta concepción del paternalismo como un ejercicio del poder en 
sentido estrecho, se podría refinar la definición propuesta de la siguiente manera: 
 
 A ejerce paternalismo sobre B  si y sólo si: 
1) A influye (por medios distintos de la persuasión racional) a B,  coacciona a B,  
impide actuar a B o castiga a B, 
2) con la finalidad de evitar que B lleve a cabo  acciones u omisiones que le 
dañan a sí mismo y/o le suponen un incremento del riesgo de daño y/o la 
pérdida de un beneficio (siendo estos daños y beneficios de tipo físico, 
psíquico o económico). 
 
B) La caracterización del paternalismo jurídico 
 
Si el paternalismo en general consiste en el ejercicio de un poder, el paternalismo 
jurídico consistirá en el ejercicio de un poder jurídico. De manera que la definición de 
paternalismo jurídico sería la siguiente: 
 
 A ejerce paternalismo jurídico  sobre B  si y sólo si: 
                                                                                                                                                 
 




1) A ejerce un  poder jurídico sobre B, 
2) con la finalidad de evitar que B lleve a cabo  acciones u omisiones que le 
dañan a sí mismo y/o le suponen un incremento del riesgo de daño y/o la 
pérdida de un beneficio (siendo estos daños y beneficios de tipo físico, 
psíquico o económico). 
 
Los actos jurídicos se caracterizan por haber sido realizados conforme a normas  
jurídicas que confieren poderes. Los poderes jurídicos se suelen dividir en poderes 
públicos (generalmente, llamados “competencias”) y privados (generalmente, llamados  
“capacidades”). Ambas, competencias y capacidades, son el ejercicio de poderes, pero 
mientras que se es “capaz para modificar la propia situación jurídica; en cambio, se es  
competente para modificar la de otras personas”11. Las competencias se caracterizan 
porque el titular de las mismas puede intencionalmente modificar la situación jurídica de 
otro sin contar con la aceptación del mismo, mientras que las capacidades o bien agotan 
sus efectos en la persona que las ejecuta o bien extienden sus efectos a terceros 
voluntarios. El ejemplo clásico de ejercicio de una capacidad es el negocio jurídico (que 
puede ser visto como promesas recíprocas) y de una competencia puede serlo el acto 
administrativo. Tan sólo los poderes públicos que son competencias pueden ser descritos 
como el ejercicio de un poder (jurídico) de A (el titular del poder) sobre B (el sujeto 
jurídicamente al poder de A).  
 
Siguiendo con esta última idea, cabría decir que el paternalismo jurídico consiste 
en el ejercicio de una competencia jurídica. Dado que en el paternalismo el objetivo de A 
es evitar que B lleve a cabo actos que le dañan a sí mismo, que le suponen un incremento 
de riesgo de daño o la pérdida de un beneficio, es plausible sostener que en el 
paternalismo jurídico el ejercicio por parte de A de su competencia sobre B debe limitar 
de alguna manera las opciones de B (al menos, limitará a B una opción de auto-infligirse 
un daño, de aumentar los riesgos de daños o de perder un beneficio).  
 
                                                 




El análisis de W. N. Hohfeld sobre las diferentes posiciones jurídicas en una 
relación jurídica12 puede ser, parcialmente, de aplicación aquí, obteniendo la siguiente 
definición de paternalismo jurídico: 
 
El agente A ejerce paternalismo jurídico sobre B si y sólo si: 
1) A, en el ejercicio de una competencia, sitúa a B en una posición de deber, no 
derecho, sujeción o incompetencia (en este último caso, para modificar su 
propia situación jurídica),  
2) con la finalidad de evitar que B lleve a cabo acciones u omisiones que le 
dañan a sí mismo y/o le suponen un incremento del riesgo de daño y/o la 
pérdida de un beneficio (siendo estos daños y beneficios de tipo físico, 
psíquico o económico)13. 
 
Pensemos, por ejemplo, en el derecho a la educación. Éste es un derecho que tienen 
todos los ciudadanos, pero cuando se trata de los menores suele caracterizarse el mismo 
como de paternalista; sin embargo, es fácil advertir que lo que lo hace paternalista es que, 
en realidad, se configura como un “derecho-deber”. Lo mismo ocurre con el derecho a la 
vida, que siempre que se entiende como paternalista es concebido como “derecho-deber”. 
Otros ejemplos de paternalismo jurídico en España serían los siguientes: el derecho a la 
asistencia letrada (de ejercicio obligatorio), la irrenunciabilidad del derecho a la 
información clínica por parte del paciente cuando está en grave peligro su salud, el no 
derecho a la información clínica en caso de necesidad terapéutica, , la prohibición de las 
lesiones con el consentimiento de la víctima, etc. 
 
                                                 
12 Véase: Hohfeld, W. N.: Fundamental Legal Conceptions as Applied in Judicial Reasoning, ed. Ashgate-
Dortmouth, 2001. 
 
13 El paternalismo jurídico puede ser visto también como la “asunción de competencias por parte de A”. 
Podría decirse que el acto pat ernalista fundamental de un sistema jurídico constitucional serí a la atribución 
al Parlamento de competenci a para persegui r la finalidad (respetando ciertos límites) de evitar que los  
ciudadanos lleven a cabo acciones u omisiones que l es dañan y/o l es suponen un incremento del ri esgo de 
daño y/o la pérdida de un beneficio (si endo estos daños y benefi cios de tipo físico, psíquico o económico). 
La atribución de esta competencia implica lógicamente la sujeción de los ciudadanos. Cuando el  
Parlamento crea un estatus de la minoridad en la que establece que los menores deben quedar sujetos a la 
patriapotestad, la situación puede ser descrita como la de conferir una competencia a los padres en relación 
con sus hijos. Igualmente. Igualmente, cuando se establece un deber para los ciudadanos con fines  
paternalistas (por ejemplo, la prohibición de navegar sin chalecos salvavidas) se otorga competencia a las  




Esta propuesta de concepto de paternalismo jurídico presentaría, a mi juicio, las  
siguientes ventajas sobre las que, hasta ahora, hemos visto: 
 
1) Además de los casos en los que el paternalismo consiste en el establecimiento de una 
prohibición u obligación, incluye los casos en los que se declara incompetente a una 
persona, se la sujeta a la tutela de otra o se establece que no tiene derecho a realizar 
ciertos actos (dejándola en una situación de libertad no protegida). Por ejemplo, la 
sujeción a tutela de un retrasado mental, la sujeción a la patria-potestad de los menores, la 
incapacidad de los menores para disponer de sus bienes inmuebles, la anulación de las  
disposiciones generales en un contrato tipo no favorables a la parte “débil” del contrato, 
la imposibilidad (institucional) de constituir válidamente un contrato de esclavitud 
perpetua o un contrato válido de trabajo por debajo del salario mínimo, etc. 
 
2) Igualmente, esta definición incluye los casos de paternalismo indirecto (o impuro, 
según la concepción de Gerald Dworkin), ya que la coacción que directamente se dirige 
contra un individuo indirectamente deja al sujeto en una situación de no derecho: por 
ejemplo, la ilegalización de un comercio como el de las drogas (implique esta 
ilegalización una persecución penal o no) deja a los sujetos tratados paternalistamente, 
los consumidores, en una situación de no derecho: pueden tratar de obtener drogas en el 
mercado ilegal, pero el Estado puede, por su parte, hacer todo lo posible para impedirlo. 
 
3) Al considerar el paternalismo jurídico como el ejercicio de un poder jurídico también 
se pone de manifiesto que el paternalismo se puede ejercer en diferentes etapas. En 
primer lugar, tendríamos un poder constituyente (si se trata de un sistema constitucional) 
que puede ejercer el paternalismo, por ejemplo, configurando el derecho constitucional a 
la asistencia letrada como un derecho-deber. En segundo lugar, tendríamos un poder 
legislativo que puede, siguiendo con el mismo ejemplo, establecer en las leyes procesales 
la obligación de la asistencia letrada. En tercer lugar, encontraríamos un juez que declara 
que cierto acusado no tiene derecho a defenderse a sí mismo sin contar con la asistencia 
letrada. Por último, tendríamos, en algunos casos, un funcionario público que ejecuta las  
disposiciones del juez14. 
                                                 
14 Estos últimos actos, que son de pura aplicación del Derecho, di fícilmente pueden ser vistos como actos 
jurídicos y, de acuerdo con mi propuesta, como actos de paternalismo jurídico. Sin embargo, lo más 




4) Se aclara la conexión entre la discusión sobre el paternalismo jurídico y la discusión de 
la filosofía política sobre el paternalismo y las formas de gobierno. Fuera de la anterior 
escala, o por encima de ella, habría un nivel de paternalismo que se refiere a las formas  
de gobierno: en particular, la contraposición entre democracia y despotismo benevolente. 
Un régimen de despotismo benevolente está configurado totalmente sobre la idea de 
paternalismo, mientras que la democracia parece fundarse en su negación. Sin embargo, 
en la democracia, la forma de gobierno caracterizada por la autonomía, se dan, a su vez, 
formas de Derecho autónomas y heterónomas. De ahí que, en cierto sentido, quepa decir 
que el paternalismo es incompatible con la democracia, si nos situamos en el nivel de las  
formas de gobierno, y, al mismo tiempo, que dentro de la democracia se pueden dar 
ejercicios paternalistas del poder. Las normas emanadas de una legislatura democrática 
pueden ser vistas como ejercicio de la autonomía del pueblo (que actuaría por medio de 
representantes), pero en la medida en que sus disposiciones se apliquen a los destinatarios 
de las mismas sin requerir para ello su consentimiento individual son heterónomas  
(suponen el ejercicio de una competencia) y, por tanto, susceptibles de ser paternalistas15. 
 
5) Se aclara, finalmente, la relación entre el paternalismo jurídico y la coacción. En un 
sentido amplio, sería cierto que el paternalismo jurídico siempre es coactivo, puesto que 
es el resultado del ejercicio de competencias que modifican la situación jurídica de un 
individuo lo quiera éste o no. Competencias que, además, están respaldas en última 
instancia por la fuerza. En un sentido estricto, sin embargo, el paternalismo jurídico sólo 
sería coactivo cuando recurre a la coerción física como instrumento real o potencial.  
                                                                                                                                                 
 
15 En el siguiente párrafo de Hans Kelsen creo que se encuentra una más clara explicación de esta misma 
idea: “ En el punto central de los problemas de una dinámica jurídica –dice Hans Kelsen- se encuentra la 
pregunta por los di ferentes métodos de producción de derecho, o por las formas del derecho. Si se pone la 
mira en aquellas  normas jurídicas que configuran la parte principal de un orden jurídico, a saber: las  que 
enlazan una sanción como acto coactivo a det erminada conducta humana, y si se reconoce que un hombre 
se encuentra jurídicamente obligado a una determinada conducta en cuanto la conducta contraria ha sido 
convertida en condición de una sanción, pueden distinguirse dos tipos de normas jurídicas que estatuyen 
tales obligaciones  jurídicas: aquellas  en cuya producción el  hombre obligado participa, y aquellas  que 
aparecen sin su participación. El principio que se encuentra en la base de esta distinción, es el de la libertad 
en el sentido de autodeterminación. La cuestión decisiva, desde el punto de vista del  hombre sujeto a 
normas, es si la obligación se produce con su voluntad, o sin ella y eventualmente, incluso contra su 
voluntad. Se trata de la distinción que habitualmente se designa como l a oposición entre autonomía y 
heteronomía, y que la teoría del derecho suele establecer en lo esencial en el terreno de los derechos  
estatales. Aquí aparece como una di ferencia entre democraci a y autocracia, o entre República y monarquía, 
permitiendo la visión corriente de las formas del estado. Sólo que aquello que se concibe como la forma del  
estado no es más que un caso especial de la forma del derecho en general”, en  Kelsen, Hans: Teoría Pura 




2.3.2. Los sujetos de la relación paternalista 
 
2.3.2.1. El agente A paternalista 
 
 En relación con el agente A en el paternalismo jurídico se plantea el problema de 
las relaciones entre el paternalismo estatal y el paternalismo jurídico. El paternalismo 
estatal puede ser sencillamente caracterizado sustituyendo “A” por “órgano del Estado” 
en el enunciado “A ejerce paternalismo sobre B”.  
 
 En relación con esto, habría, a mi juicio, dos preguntas importantes que deben ser 
respondidas: en primer lugar, si todo paternalismo estatal es un caso de paternalismo 
jurídico y, en segundo lugar, si todo paternalismo jurídico es un caso de paternalismo 
estatal. Veamos, a continuación, cada una de ellas. 
 
A) ¿Es todo paternalismo estatal un caso de paternalismo jurídico? 
  
 En principio, podría decirse que la respuesta es afirmativa. No obstante, es plausible 
distinguir dentro de la acciones del Estado aquellas en las que sus objetivos se logran 
directamente por medio de la modificación de la posición jurídica de los individuos, de 
aquellas en las que esta modificación sólo tiene un papel secundario y el medio empleado 
para alcanzar tales objetivos tiene otra naturaleza.  
 
 La acción del Estado siempre tiene un aspecto jurídico. La construcción de una 
autopista estatal requiere de un procedimiento de derecho administrativo y hasta el más 
mínimo detalle de la planificación y ejecución de las obras queda reflejado en un 
documento. Sin embargo, el Derecho tiene un aspecto secundario en la construcción de la 
autopista: ésta se realizará si se dispone de los recursos humanos y del dinero suficientes. 
En otros casos, las normas jurídicas son el medio directo de que se vale el Estado para 
conseguir sus fines: por ejemplo, cuando dicta una norma que prohíbe conducir sin el 
cinturón de seguridad. Podemos suponer que un Estado preocupado por el elevado 
número de accidentes, además de construir mejores carreteras (lo que requiere recursos 
humanos y dinero) y de prohibir ciertos comportamientos peligrosos (por medio de 
normas jurídicas), decidirá mantener campañas periódicas de concienciación sobre los  
  
 458 
riesgos de la conducción; aquí parece que el medio directo de que se vale el Estado es la 
persuasión. En resumen, la acción estatal se vale principalmente de cuatro tipos de 
medios: dinero, recursos humanos, normas jurídicas y persuasión16.  
 
 En mi opinión, debe considerarse paternalismo estatal a cualquier acción 
paternalista llevada a cabo por un órgano del Estado, pero sólo se tratará de paternalismo 
jurídico estatal cuando el medio directo empleado sean las normas jurídicas. 
 
 Habría, en consecuencia, supuestos de paternalismo estatal no jurídico. Veamos  
algunos de ellos. En primer lugar, tendríamos aquellos supuestos en los que el Estado 
establece incentivos económicos con fines paternalistas17. Otro supuesto de este tipo de 
paternalismo serían los gravámenes orientados a que los ciudadanos abandonen hábitos 
de vida no saludables: por ejemplo, elevando el precio del tabaco. En tercer lugar, 
tendríamos un conjunto de casos en los que el medio empleado por el Estado para ejercer 
el paternalismo sería la persuasión. Por “persuasión” no me refiero a la “persuasión 
racional”, sino a los casos en los que el Estado oculta información relevante o engaña a 
los ciudadanos. Aquí se incluiría un abanico de ejemplos que van desde lo más inocuo, 
como la falsa advertencia de que se controla la velocidad de los automóviles por radar, 
hasta lo más peligroso, como el falseamiento de los datos sobre la economía nacional. 
                                                 
16 La clasificación está recogida de Pallarés, Francesc: “ El sistema político en acción”, en Revista de 
Estudios Políticos, 62(1988), p. 144; el cual, a su vez, sigue el planteamiento expuesto en Peters, B. G.: 
American Public Policy, Franklin Wats Pubs., Nueva York, 1982. 
 
17 También sería paternalista, de acuerdo con la definición de paternalismo presentada, el establ ecimiento 
de incentivos económicos ori entados a modi ficar la estructura de preferenci as del sujeto B con la finalidad 
de evitar que B se dañe a sí mismo (los incentivos serían una forma de influencia distinta de la persuasión 
racional y, por t anto, un ejercicio de poder). Un ejemplo de este tipo de paternalismo, poco frecuente, 
serían los incentivos para la contratación de planes de pensiones, siempre que ent endamos que una 
consecuencia de la medida, previsible y  deseada por el legislador, es la disminución de las  personas que, 
por imprevisión, no tendrán recursos suficientes  para dis frutar de una vejez digna. Hay que advertir la 
importancia que tiene la segunda condición de la definición de paternalismo para distinguir estos casos de 
las meras intervenciones benevolentes. Si como es de desear el Estado ejerce su poder siempre para 
benefici ar a los ciudadanos, podrí a argumentarse que, de acuerdo con mi definición, casi todas las  
intervenciones estatales son paternalistas. Sin embargo, esto no es así porque la finalidad del paternalismo 
no es simplemente evitar daños a los ciudadanos, sino más estri ctamente evitar que se dañen a sí mismos. 
La concesión de una subvención para, por ejemplo, los agricultores no es necesari amente pat ernalista, pero 
lo será si esa subvención está orientada a disuadir a los productores de hacer algo que les perjudica. 
Imaginemos que un sector agrícola no es económicamente viable y que, sin embargo, por costumbre, miedo 
o desconfianza los agricultores se resisten a cambiar a otros cultivos más provechosos; el Estado puede 
prohibir esa producción, desincentivarla o, incluso, incentivar otros cultivos. Este tipo de políticas 
previsiblemente combinan diversos objetivos (entre ellos, sin duda, mejorar la economía nacional), pero en 
la medida en que una de las consecuencias previsible y deseable de la misma es evitar que los agricultores  




Dentro de este conjunto de casos, merecería la pena destacarse aquellos en los que el 
engaño adopta la forma de una manipulación sutil de la información. Me refiero a los 
supuestos de información sesgada o manipulada. Daniel Wikler sostiene, refiriéndose a 
las políticas públicas orientadas a la adopción de hábitos de vida saludables, que el 
instrumento de la información puede ser hábilmente utilizado, de manera que más allá de 
proveer información al objeto de adoptar una decisión racional, se producen fenómenos  
de manipulación18. En España, por ejemplo, la política pública de prevención del 
consumo de drogas no sólo se basa en la coacción penal, sino que utiliza profusamente el 
medio de la persuasión, a través de campañas publicitarias en los “mass media”. Estas 
campañas se encargan a agencias de publicidad, cuya especialidad no es presentar los 
mejores argumentos sino los más persuasivos. Además, estas campañas ni siquiera son 
centralmente retóricas; no se basan en los argumentos más que en la imagen y el sonido. 
Están dirigidas, en definitiva, a generar una respuesta hostil al consumo de drogas, una 
especie de reflejo condicionado a “decir NO” (que fue el eslogan de una de estas 
campañas). 
 
 En cuarto y último lugar, tendríamos como un tipo de paternalismo estatal no 
jurídico, aunque por razones diferentes a los anteriores; el caso del paternalismo entre 
Estados. Si el paternalismo se ejerce por un Estado sobre otro, éste adoptará normalmente 
la forma de las “injerencias coactivas” a las que se refería Ernesto Garzón19, entre las 
cuales la invasión armada sería la más significativa. No obstante, el proceso, lento y 
difícil, de la juridificación de la vida internacional favorece que aparezcan supuestos de 
paternalismo jurídico-internacional entre Estados y agentes paternalistas internacionales.  
 
B) ¿Hay casos de paternalismo jurídico que no sean paternalismo estatal? 
 
 En principio, pareciera que si el paternalismo jurídico consiste en el ejercicio de 
competencias jurídicas y éstas son siempre ejercidas por órganos del Estado, entonces el 
paternalismo jurídico debe ser siempre paternalismo estatal. Sin embargo, es evidente que 
hay sujetos que ejercen competencias sin ser órganos del Estado o, al menos, sin serlo de 
                                                 
18 Wikler, Daniel: “Persuasion and Coercion for Health”, en Sartorius, Rolf: Paternalism, cit. p. 53. 
 




la misma manera de lo que, en general, entendemos por órganos del Estado. Pensemos, 
por ejemplo, en el caso del médico o de los sujetos que ostentan la patria-potestad. 
 
 De acuerdo con la Ley de Autonomía del Paciente española, si el médico 
responsable de la asistencia juzga que el paciente no es capaz de tomar sus propias 
decisiones, entonces el consentimiento informado debe otorgarlo la familia (art. 9.3). 
Podría decirse que al médico se le confiere el poder de determinar, a los efectos de 
prestar consentimiento al tratamiento, la capacidad del paciente y, por tanto, el médico 
ejercería una competencia similar a la del juez que establece, por ejemplo, que una 
persona es incompetente para disponer de sus bienes. Igualmente, la patria-potestad 
supondría el ejercicio de competencias de representación (sin necesidad de que el hijo 
sometido a la misma consienta) e, incluso, cierto poder sancionatorio (el llamado derecho 
de corrección). 
 
 No creo que se gane mucho negando que en estos casos se trata del ejercicio de 
competencias y tampoco afirmando que el médico o los padres son órganos del Estado. 
Quizás una solución sea acudir a un género superior, el de la producción de resultados 
normativos por métodos autocráticos (que no requieren el consentimiento del afectado), y 
distinguir dentro de él el ejercicio de competencias por parte del Estado y otros ejercicios  
de poder entre particulares que, precisamente, se caracterizarían por enmarcarse en 
relaciones paternalistas. Éste sería el caso de las relaciones de tutela y curatela, de la 
propia relación paterno-filial, de la relación marital de acuerdo con la regulación pre-
constitucional española, de algunos aspectos de la relación médico paciente, etc. 
 
2.3.2.2. El sujeto B tratado paternalistamente 
 
 En relación con el sujeto B de la relación paternalista se plantea la cuestión de si en 
la definición de paternalismo debería incluirse una connotación relativa a la autonomía, 
entendida como competencia o capacidad20, del sujeto B y cuál debería ser el signo de 
ésta. 
 
                                                 
20 Adviértase que aquí no me refiero al sentido normativo de “ competencia” o “ capacidad”, sino al sentido 




 Pues bien, a mi juicio, desde el punto de vista de A, la incompetencia o 
incapacidad del sujeto B es un presupuesto de la racionalidad de la acción paternalista. 
No se entiende cómo el agente paternalista puede sinceramente querer evitar que B se 
dañe a sí mismo ejerciendo el poder sobre B si, a la vez, cree que B es competente o 
capaz de cuidar de sí mismo. Si creemos que alguien, que es competente, se está dañando 
a sí mismo, la única forma racional de tratar de evitarle esos daños es la persuasión 
racional. Si pensamos que la persuasión racional no servirá es porque no creemos que sea 
competente en relación  con las circunstancias del caso. Como mínimo, en la relación 
paternalista  A cree saber mejor que B qué es lo que a B le conviene en las circunstancias  
del caso. 
 
 Este punto de vista parece contradecir la tesis enfáticamente defendida por Joel 
Feinberg de que el genuino paternalismo es el paternalismo fuerte y el paternalismo débil 
es sólo aparente paternalismo. Sin embargo, sirve, en mi opinión, para poner de 
manifiesto el carácter normativo de la distinción de Joel Feinberg. Este autor está 
tomando en consideración la situación en la que verdaderamente se halla el sujeto B y no 
lo que  A cree que es la situación de B. El paternalismo fuerte de Joel Feinberg sería, por 
tanto, el paternalismo ejercido sobre el presupuesto erróneo de que los individuos 
afectados no son competentes o sus preferencias en el caso no son suficientemente 
voluntarias. Mientras que el paternalismo débil sería el ejercido sobre el presupuesto 
verdadero de que los individuos afectados no son competentes o sus preferencias en el 
caso no son suficientemente voluntarias21.  
 
 
2.3.2.3. Sobre el concepto de autopaternalismo 
 
Cuando se trata de aclarar el concepto de auto-paternalismo, se suele acudir al 
relato homérico de Ulises y las Sirenas. En este conocido episodio, Ulises, previendo el 
daño que podría sufrir si escuchaba a las Sirenas, pero decidido a disfrutar de su canto, 
tapa con cera los oídos de su tripulación y dispone que lo aten al mástil. En un breve 
pasaje encontramos juntos gran parte de los elementos principales en la discusión sobre el 
paternalismo: 
                                                 





“Tal decían [las Sirenas] exhalando dulcísima voz y en mi pecho yo anhelaba 
escucharlas. Frunciendo mis cejas mandaba a mis hombres soltar mi atadura; 
bogaban doblados contra el remo y en pie Perimedes y Euríloco, echando 
sobre mí nuevas cuerdas, forzaban cruelmente sus nudos. 
Cuando al fin las dejamos atrás y no más se escuchaba voz alguna o canción 
de Sirenas, mis fieles amigos se sacaron la cera que yo en sus oídos había 
colocado al venir y libráronme de mis lazos”22. 
 
La acción de la tripulación parece paternalista en la medida en que dejar atado a 
Ulises supone evitarle un daño impidiéndole a Ulises hacer lo que en ese momento quiere 
hacer. Sin embargo, cabe dudar de si se trata de genuino paternalismo en la medida en 
que interpretemos que con la acción de no desatar a Ulises, la tripulación se limita a 
seguir las instrucciones previas de éste. Otros ejemplos de “auto-paternalismo” menos  
elegantes pero más reales son: el caso del jugador que pide que se le prohíba la entrada al 
casino, el estudiante perezoso que se matricula en una academia para que le obliguen a 
estudiar o el que acuerda con un amigo que no le deje conducir si ha bebido demasiado. 
  
La explicación del auto-paternalismo está íntimamente relacionado con la 
perspectiva diacrónica de la racionalidad. La comprensión por parte de un agente de la 
dimensión temporal de la racionalidad puede llevarle a la adopción de lo que Jon Elster 
ha llamado una “racionalidad imperfecta”23, es decir, la adopción de una estrategia, atarse 
a sí mismo, para lograr la racionalidad (perfecta) por medios indirectos. 
 
En el relato homérico, quien se ata a sí mismo, Ulises, es un individuo, pero en la 
discusión sobre el concepto de auto-paternalismo con frecuencia se maneja una versión 
política del “contrato Ulises”, en la que es la sociedad quien busca atarse a sí misma con 
las cuerdas de la intervención estatal. El paso de la versión individual a la política del 
“contrato Ulises” no está exenta, a su vez, de peligros, por lo que es conveniente 
distinguir al hablar de “auto-paternalismo” si el sujeto B es un individuo o una 
comunidad.  
 
                                                 
22 Homero: Odisea, ed. Gredos, Madrid, 2000, p. 195. (Trad. José Manuel Pabón), Canto XII, 193-200. 
 
23 Véase: Elster, Jon: Ulises y las Sirenas. Estudios sobre racionalidad e irracionalidad, ed. FCE, México, 
1997, pp. 66 y ss. 
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Igualmente, me parece conveniente distinguir aquellos supuestos en los que el 
mecanismo elegido para “atarse a sí mismo” requiere de las acciones de otros, de 
aquellos supuestos en los que el sujeto B pone en marcha algún mecanismo que no 
requiere la acción de otros. Este mecanismo puede descansar sobre una relación causal o 
convencional. Este último sería el caso, por ejemplo, de una legislatura limitando sus 
propios poderes al establecer que ciertas normas no pueden ser derogadas o modificadas  
en el futuro. Como mecanismos de auto-restricción que descansan sobre relaciones  
causales tendríamos, por ejemplo, los siguientes: quien se inyecta una sustancia que le 
hará intolerable en el futuro el consumo de alcohol o nicotina, quien se encierra a estudiar 
en una casa de campo aislada para no perder el tiempo en distracciones o, incluso, quien 
no acude a espectáculos violentos para evitar tener una preferencia por estos. Igualmente, 
cabría distinguir si el mecanismo imposibilita o sólo dificulta el uso de ciertas opciones. 
 
Propongo denominar auto-paternalismo del tipo “contrato Ulises” cuando el 
mecanismo de auto-restricción consiste en acudir a otros individuos para que actúen 
paternalistamente y auto-paternalismo estricto cuando el propio sujeto B pone en marcha 
algún otro mecanismo. 
 
Consideremos, en primer lugar, el caso en que un individuo, el sujeto B, acuerda 
con otro individuo, el agente A, en un momento t0, que le impida llevar a cabo una 
acción en un momento posterior t1 (contrato Ulises en su versión individual).  Me parece 
que el problema que algunos autores ven para aceptar que se trata en esta situación de 
“paternalismo” es que consideran que la acción de A en t1 consiste, sencillamente, en 
seguir las instrucciones de B24. Estos autores asimilarían los contratos Ulises al contrato 
de mandato, en el que el mandatario actúa de acuerdo con las disposiciones del mandante. 
                                                 
24 Esta parece ser, recordemos, la posición de Geral Dworkin, cuando señala que en estos casos Ulises “ la 
medida que debe ser impuesta es especí ficamente demandada por la parte afectada” y que “ tal no es el caso 
de las medidas paternalistas de las que hemos estado hablando” (aunque no queda muy claro si sería un tipo 
de medidas paternalistas diferente o no sería paternalismo en absoluto).Véase: Dworkin, Gerald:  
“Paternalism, en Sartorius, Rolf: Paternalism, cit., p. 29. Bernard Gert y Charles M. Culver son más claros 
al afi rmar que cuando se cuenta con el  consentimiento anterior del  sujeto B, no se trata de pat ernalismo. 
Véase: Gert, Bernard y Charles M. Culver: “Paternalistic Behavior”, cit. Manuel Atienza compart e esta 
última posición, si bien deja abierta l a cuestión de si, en los contratos Ulises, puede afirmarse que existe 
consentimiento a la acción “ paternalista”. Véase: Atienza, Manuel: “ Discutamos sobre paternalismo”, cit., 
p. 209. Por el contrario, decididamente a favor de considerar estos supuestos como genuino paternalismo 
están Ernesto Garzón y Douglas N. Husak, quien afirma: “ no plantea problemas conceptual es la pretensión 
de que se puede tratar pat ernalistamente a uno mismo”. Véase: Husak, Douglas N.: “Paternalism and 




Ahora bien, el “contrato Ulises” muestra una importante peculiaridad frente al contrato 
de mandato, a saber, la renuncia al derecho de revocación por parte del sujeto B en 
previsión de un futuro cambio de preferencias que puede suponerle graves perjuicios. 
Ello obliga al agente A a valorar cuál de las preferencias de B merece ser tomada en 
consideración: si la manifestada en t0 o la manifestada en t1, lo cual le conducirá 
inevitablemente a un razonamiento justificante de su propia acción muy similar al que se 
plantea en los supuestos de paternalismo: por ejemplo, el agente A deberá preguntarse si 
B es incompetente (o su decisión no es lo suficientemente voluntaria) en alguno de los  
dos momentos, t0 y t1, y muy difícilmente podrá eludir la cuestión de si la acción que 
debe realizar en t1 perjudica o beneficia a B. Si se acepta esto, la diferencia entre estos 
supuestos de auto-paternalismo y las figuras más claras en las que A actúa contra las  
preferencias expresadas de B, antes y al momento de llevar a cabo la acción paternalista, 
se limitaría a que en los supuestos de auto-paternalismo el agente A tendría una 
justificación más fácil de su acción, aunque, como digo, ésta no se pueda limitar a señalar 
que hacía lo que B le había pedido. 
 
En última instancia, la discusión sobre si es incoherente hablar o no de 
paternalismo en estos contratos Ulises tiene que ver con la discusión sobre si existen 
casos de paternalismo justificado o, por el contrario, el paternalismo, en tanto que 
paternalismo, siempre está injustificado. Quienes adoptan esta última posición niegan el 
carácter de paternalismo a los contratos Ulises por su plausible justificación. En mi 
opinión, por las razones expuestas al considerar la conveniencia de un concepto neutral 
de paternalismo, bien pueden tratarse estos contratos bajo el rótulo de paternalismo.  
 
En segundo lugar, tenemos el caso en el que un sujeto B trata igualmente de auto-
restringirse pero para ello no acude a la intervención de otro individuo (auto-paternalismo 
estricto individual). Esta figura se aleja más del núcleo de claridad del concepto de 
paternalismo porque, aparentemente, viola el presupuesto del que hemos partido según el 
cual el paternalismo consiste en una relación entre dos sujetos. Se apartaría igualmente de 
la idea básica que, a mi juicio, debe guiar la reconstrucción del concepto de paternalismo, 
a saber, que se trata de un problema moral. La moralidad parece presuponer la existencia 
del otro y las auto-restricciones que un individuo puede asumir orientadas a proteger o 
promover su bienestar son, en principio, una cuestión de prudencia y no de moral 
(aunque, como veremos inmediatamente, no es así en una tradición filosófica en la que se 
  
 465 
sitúa, entre otros, Immanuel Kant). Por otro lado, bien pudiera decirse que en estos casos 
es donde el auto-paternalismo es verdaderamente auto-referente pero menos  
paternalismo, mientras que en el caso en el que B requiere a otra persona para que “lo 
ate” es más paternalismo pero menos auto-referente25. 
 
Siendo coherente, por tanto, con el presupuesto inicial de que el paternalismo es  
un tipo de conducta que siempre requiere de justificación, habría que decir que 
denominar “auto-paternalismo” a la conducta de un individuo que trata de auto-
restringirse sin acudir para ello a un acuerdo Ulises con otros supone hacer un uso 
impropio del término “paternalismo”. Ahora bien, podría argumentarse que lo que se 
viene a decir con la denominación de “auto-paternalismo” es que, de una manera figurada 
o real, en estos casos intervendrían dos sujetos: uno en t0 que limita o restringe ciertas 
oportunidades de acción de otro en t1, e, incluso, se podría dar un paso más y aceptar 
alguna teoría de la identidad personal que como la de Derek Parfit permite hablar de 
obligaciones morales del sujeto B en t0 con respecto al sujeto B’ en t126. 
 
Aunque éste es un tema de extraordinaria complejidad, me atrevería a decir que 
aun admitiendo la existencia, en algunos casos, de fuertes cambios en la personalidad de 
un individuo, nunca son tales como para poder hablar de dos individuos verdaderamente 
diferentes. Referirse a un sujeto B en t0 y otro B’ en t1 sería, como señala Joel Feinberg, 
tan solo una forma de hablar27. Por ello, las relaciones entre estos B y B’, si se quiere 
hablar así, siguen siendo una cuestión de prudencia o racionalidad de un mismo individuo 
considerado el factor tiempo y no una cuestión de moral.  
                                                 
25 Paulette Dieterlen usa como ejemplo de pat ernalismo justi ficado un caso en el que intervi enen dos 
sujetos, pero que, a mi juicio, caería en esta categoría de paternalismo puramente auto-referent e y no en la 
de los contratos Ulises. El ejemplo es el siguiente: “si alguien deposita una cantidad de dinero en el banco a 
plazo fijo y  posteriormente desea gastar el dinero ant es de que venza di cho plazo, la acción del banco al  
impedir cobrar el dinero es una acción que se justifi ca con el argumento del consentimiento pasado”. 
Alguien puede constituir un plazo fijo con su dinero, sabedor de su prodigalidad, para evitar gastarlo  
inadecuadamente, él  sabe que un eventual cambio de opinión no servirá para que el banco le devuelva el  
dinero, el sujeto B utiliza al banco para indirectamente auto-restringirse. Ahora bien, el Banco di fícilmente 
se verá, al negarle la devolución a B, como imponiéndole la prudencia que B temía perder después de 
constituir el plazo fijo. El Banco cumple su parte del acuerdo al pagar los intereses y tiene derecho a 
disfrut ar del depósito por el tiempo pactado; si B trata de auto-restringirse o  de ganar dinero no es asunto 
suyo. Véase: Dietterlen, Paulette: “Respuesta a M. Atienza”, en Doxa 5(1988), p. 222. 
26 Véase: Parfit, Derek: Reasons and Persons, ed. Clarendon Press, Oxford, 1984; igualmente, “ Later 
Selves and Moral Principles”, en A. Montefiore (ed.), Philosophy and Personal Relations, Ed. Routledge & 
Kegan Paul, London, 1973, pp. 137-168. 
 





Por otro lado, si se acepta la tesis de que existen deberes morales para con uno 
mismo, tal y como pretendía Immanuel Kant, entonces sí que podría plantearse la 
justificación de una práctica auto-referente consistente en eliminar opciones futuras que 
pueden entrañar daños, riesgos de daños o la pérdida de un beneficio. El caso más  
extremo sería el del suicidio para evitar una grave padecimiento (por ejemplo, para evitar 
ser torturado o sufrir una dolorosa enfermedad terminal). Desde este punto de vista, 
parece más plausible calificar el comportamiento del suicida que trata de evitarse daños  
(que él considera peores que la propia muerte) como de “auto-paternalismo”, ya que se 
trataría de un tipo de comportamiento sujeto a evaluación moral. 
 
En todo caso, la teoría de la racionalidad subyacente a estas auto-restricciones  
individuales es de gran importancia para el tema del paternalismo, en la medida en que 
puede contribuir a aclarar la racionalidad y, en última instancia, la justificación de las  
restricciones paternalistas. El principio básico de que disponer de menos opciones puede 
ser mejor, en ocasiones, que disponer de más opciones estaría detrás de la justificación de 
todas las prácticas paternalistas28.  
 
El paso de la versión individual de los “contratos Ulises” a su versión política 
añade ciertos problemas a los que ya se han puesto de manifiesto en la discusión sobre el 
auto-paternalismo. Para simplificar, nos centraremos en la situación de una comunidad 
que toma sus decisiones por mayoría y a través de representantes, como se hace en las  
sociedades democráticas modernas. Aquí es conveniente trazar la misma distinción que 
se ha hecho en el caso del auto-paternalismo individual, según que la auto-restricción se 
consiga obteniendo el compromiso de otro sujeto o poniendo en marcha algún otro 
mecanismo. Un problema central del primer tipo de auto-paternalismo político sería el 
del carácter paternalista de las leyes democráticas que establecen sanciones por la 
realización de actos auto-referentes y dañosos, y un problema del segundo tipo sería el de 
la rigidez constitucional. 
 
Modalidades del auto-paternalismo 
                                                 
28 Sobre la teoría de las auto-restricciones, véase: Elster, Jon: Ulises desatado (Estudios sobre racionalidad, 
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Veamos, en primer lugar, el problema del carácter paternalista de las leyes 
democráticas que impiden o dificultan a los ciudadanos la realización de actos que les 
suponen un daño o el aumento del riesgo de daño o la pérdida de un beneficio. Puesto que 
el legislador es un parlamento democráticamente elegido, sus leyes paternalistas pueden 
verse como supuestos de auto-paternalismo, o como no paternalistas en absoluto (si es  
que se parte de que el “auto-paternalismo” es una contradictio in terminis). Algunos  
autores han sostenido enfáticamente esta idea. Así, por ejemplo, Cass R. Sunstein 
sostiene que algunas de las  leyes que hasta ahora hemos considerado ejemplos de 
paternalismo, tales  como “la obligación de llevar el cinturón de seguridad, la 
ilegalización del uso o posesión de narcóticos, la exigencia de un presupuesto equilibrado 
y el establecimiento de medidas de seguridad social y bienestar”29, son, de hecho, 
conductas pertenecientes a una “categoría bastante diferente”:  
 
“Las leyes pueden, dicho brevemente, reflejar las ‘preferencias sobre 
preferencias’, o ‘preferencias de segundo orden’, a expensas de las  
preferencias de primer orden. Este fenómeno –el cierre voluntario de 
                                                 
29 Véase: Sunstein, Cass R.: “ Legal Interference with Private Preferences”, en The University of  Chicago 




elecciones de consumo- es el análogo político de la historia de Ulises y las  
Sirenas”30. 
 
 Jon Elster manifiesta una opinión básicamente coincidente con la de Cass R. 
Sunstein: 
 
“El análisis del Estado paternalista puede verse a la luz de estas ideas. En la 
medida en que la prohibición de anunciar cigarrillos se debe a los propios 
consumidores, reales o potenciales, que desean protegerse contra las Sirenas  
de la publicidad, no podemos hablar de paternalismo. Lo mismo puede 
decirse de la propuesta a introducir un día a la semana libre de televisión, para 
estimular las actividades políticas o culturales; o el empleo obligatorio de los 
cinturones de seguridad. Huelga decir, creo yo, que las personas son libres  de 
atarse a sí mismas (por medio de leyes) a atarse a sí mismas (con cinturones 
de seguridad) o a proteger sus valores “más profundos” contra los  más  
impulsivos. Los problemas arduos surgen cuando estas restricciones son 
impuestas a las personas contra sus preferencias ex ante facto (tal vez ex post 
facto). Me parece bastante claro que el gobierno no tiene el derecho de 
proteger al público contra la televisión un día de cada siete si el público no 
desea ser protegido. Es mucho menos obvio que el gobierno no deba tener el 
derecho de hacer obligatorio el empleo de cinturones de seguridad, pues aquí 
se está pidiendo al Estado pagar la cuenta si ocurren accidentes”31. 
 
Estos autores parten de considerar que el paternalismo es una conducta 
injustificable y, en la medida en que los contratos Ulises les parecen plausiblemente 
justificados, niegan que estos contratos puedan ser calificados de paternalistas. Sin 
embargo, me parece que estos autores desprecian algunas diferencias importantes entre la 
versión individual y la política de la situación Ulises. Estas diferencias apuntan a que la 
versión política es auto-paternalismo en un sentido más débil que en la versión individual 
y que, en consecuencia, parece más paternalismo tout court. Al final, la negativa a 
calificar a las leyes democráticas como paternalistas puede explicarse únicamente como 
la negativa a aceptar supuestos de paternalismo justificado. Veamos, cuáles son esas  
diferencias. 
 
En primer lugar, algunos autores han señalado con razón32, que las leyes 
paternalistas de una legislatura democrática no son auto-paternalismo, al menos, de la 
                                                 
30 Sunstein, Cass R.: “Legal Interference with Private Preferences”, cit., p. 1140. 
 




misma manera que lo es un contrato Ulises individual, porque para ser consideradas de 
esta manera deberían ser leyes apoyadas unánimemente en su creación por el conjunto de 
destinatarios de la misma. Además, durante todo el tiempo de su vigencia los ciudadanos  
deberían mostrar que tienen una preferencia de segundo orden, una preferencia sobre sus 
preferencias, de ser limitados por el Estado en algunas acciones que, teniendo la 
oportunidad de realizar, creen que realizarán.  
 
En segundo lugar, aunque se admita que el auto-paternalismo comunitario es  
siempre, en el contexto de una sociedad moderna, auto-paternalismo mayoritario, ni 
siquiera me parece apropiado entender que la “mayoría” es la que consiente a una 
interferencia paternalista con sus preferencias privadas. Las legislaturas democráticas  
raramente recurren al referéndum para guiar su acción legislativa y, más que seguir la 
voluntad de una mayoría en torno a medidas específicas, operan, como señalaba Gerald 
Dworkin, con una especie de cheques  en blanco, de cuyo buen uso se responde en las  
periódicas elecciones. En mi opinión, el sentido en el que una mayoría puede apoyar 
estas leyes es muy diferente del modelo del consentimiento o requerimiento individual. 
Se trataría más que de una autorización de una aquiescencia o aceptación a un esquema 
general de gobierno en el que este tipo de legislación paternalista tiene cabida. 
 
En tercer lugar, me parece que hay cierta incoherencia de fondo en el rechazo a 
hablar de paternalismo cuando se quiere poner el énfasis, a la vez, en que hay muy 
buenas razones para no tomar las preferencias privadas de los ciudadanos como datos que 
el sistema político debe incuestionablemente implementar. Esto es algo muy claro en el 
trabajo de Cass R. Sunstein33 cuyo punto de partida, es cuestionar precisamente la idea de 
                                                                                                                                                 
32 Véase: Schonsheck, Jonathan: “ Deconstructing Community Sel f-paternalism”, en Law and Philosophy, 
10(1991), pp. 29-49. 
33 Hay que advertir, no obstante, que Cass  R. Sunstein muestra cierta vacilación sobre si puede o no 
cali ficarse como paternalismo el supuesto de una mayoría que prefi ere no tener ciertas preferencias y para 
ello acude al Estado. Su trabajo se centra en las principales situaciones en las que el Estado anula 
elecciones individuales que no dañan a otros. El autor reconoce que de estas situaciones el paternalismo 
(que define como “ forzar a la gente a hacer algo que prefi eren no hacer en razón de que eso es su verdadero 
interés”) es el caso más claro de este tipo de situaciones, pero añade que el concepto de paternalismo es 
oscuro y oculta una gran número de distinciones. Sin embargo, no queda claro si su trabajo es sacar a la luz 
las distinciones que encierra el concepto de paternalismo o el paternalismo sería sólo un tipo de 
intervención con las preferencias privadas de los ciudadanos. A esto último apunta su afirmación de que “ se 
puede rechazar el paternalismo como una razón general para no considerar elecciones pero al mismo 
tiempo negar tautologías que descansan sobre “ preferenci as revel adas” (op. cit., p. 1138). Igualmente, el 
autor admite que todas sus categorías son entendidas  en ocasiones como supuestos de paternalismo, pero 
que “ en cierta manera” pertenecen a una di ferente categorí a. Finalmente, sobre las preferencias col ectivas  
señala que se trata de un fenómeno “ bastante” diferente del paternalismo “ ordinario” o “de un sistema en el 
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que si las preferencias de los ciudadanos son verdaderamente privadas (que no dañan a 
terceros)  deben ser siempre respetadas.  
 
Finalmente, cabe recordar la crítica que se dirigió a Joel Feinberg sobre este 
punto. Este autor sostiene que si una ley trata de proveer a la mayoría los medios para 
asegurar sus objetivos y no de “imponer prudencia sobre la minoría involuntaria”, 
entonces el fundamento de la ley no es paternalista34. La cuestión es que la descripción 
“ley que trata de proveer a la mayoría los medios para asegurar sus objetivos” oculta, a 
mi juicio, la peculiaridad de estas leyes. Quizás la descripción más ajustada sea la de “ley 
que trata de imponer prudencia sobre la mayoría que lo tolera”, la cual hace mucho más  
plausible su calificación como paternalista o auto-paternalista. Cuando los objetivos de 
una mayoría son cerrarse ciertas opciones, porque se prefiere no tener ciertas 
preferencias, nos encontramos de nuevo con los problemas que suelen discutirse en 
relación con el paternalismo. 
 
Por todo ello, a mi juicio, merece ser considerada paternalismo la versión política 
de los contratos Ulises, además de por las razones señaladas para la versión individual, 
porque detrás de la aparente sencillez de la idea de una comunidad decidiendo utilizar el 
Derecho para cerrarse ciertas opciones que son valoradas negativamente se esconde una 
realidad compleja en la que una mayoría tolera ciertas medidas de intervención 
benevolente por parte de las autoridades. 
 
El otro problema es el de la auto-restricción que una legislatura puede imponerse 
a sí misma o, en el paradigma constitucionalista, el de la rigidez constitucional (auto-
paternalismo estricto político). Aquí, aparentemente, la aprobación de una norma por la 
cual ciertas reglas constitucionales son inmodificables hace imposible al propio 
constituyente cambiar esas reglas y respetar, a la vez, el Derecho. Francisco Laporta ha 
señalado tres dificultades para asimilar este caso a la versión individual del contrato 
Ulises: En primer lugar, porque a diferencia de en el caso de Ulises, “quienes ordenan la 
vinculación no son generalmente los que la van a sufrir (...) se trata de individuos  
                                                                                                                                                 
que la mayoría impone su propia voluntad sobre la minoría porque desaprueba su conducta en cuestión” 
(op. cit., p.1141). Véase: Sunstein, Cass R.: “Legal Interference with Private Preferences”, cit.  
 




distintos o de generaciones distintas”35. En segundo lugar, porque el Ulises que decide 
atarse a sí mismo juzga que el Ulises del futuro estará perturbado, dominado por las 
pasiones, de ahí que, transplantado a términos constitucionales, esto pone de manifiesto:  
 
“una desconfianza hacia las mayorías democráticas del futuro que expresa un 
paternalismo en sentido estricto, es  decir, un paternalismo para con los otros 
y no solamente un auto-paternalismo como pudiera ser el caso del ingenioso 
Ulises. El complejo fenómeno jurídico, político y ético del constitucionalismo 
vendría así a asentarse en un gigantesco acto de paternalismo para el que no 
saben darse razones de mayor peso que esas limitaciones de la 
racionalidad”36. 
 
Finalmente, en tercer lugar, porque no “está probada esa presunta lucidez del 
constituyente”, de manera que lo que está siendo protegido es, muchas veces, “lo pasional 
e interesado de los constituyentes que se blinda frente a la racionalidad de las futuras 
generaciones democráticas”37. 
 
La última consideración de Francisco J. Laporta trata de negar que las  
Constituciones modernas puedan verse como paternalismo, al faltar la finalidad 
benevolente por parte del constituyente, mientras que las dos primeras niegan que se trate 
de genuino auto-paternalismo (como lo sería la versión individual del contrato Ulises). 
Respecto a lo primero, hay que señalar que son muchos los que, aún sin aceptar la 
denominación de “paternalismo”, han entendido que las constituciones son mecanismos  
de pre-compromiso. En palabras de Jon Elster: “elaboradas por el cuerpo político con el 
fin de protegerse a sí mismo contra su previsible tendencia a tomar decisiones  
imprudentes”38. Si algunas disposiciones constitucionales responden en su creación a esta 
finalidad o, muy al contrario, son el resultado de la batalla política entre grupos que 
quieren hacer prevalecer sus intereses, me parece que es una cuestión de hecho: por 
ejemplo, Jon Elster señala que “cuando el Parlamento Constituyente húngaro, en los años  
1989-1990, votó a favor de la creación de un Tribunal Constitucional con atribuciones  
muy amplias, que le conferían la capacidad de revocar las decisiones emanadas del 
                                                 






38 Elster, Jon: “Ulises desatado. Estudios sobre racionalidad, pre-compromiso y restricciones”, ed. Gedisa, 
Barcelona, 2002, p. 111. 
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Parlamento, eso constituyó un acto explícito de auto-limitación”39. Ahora bien, tratándose 
de normas jurídicas, no es tan importante el propósito inicial de quienes las aprueban 
como el funcionamiento de la norma en el sistema, es decir, cómo es entendida y aplicada 
por los operadores jurídicos.  
 
 Las dos primeras consideraciones de Francisco J. Laporta apuntan a que el 
paternalismo constituyente es, en realidad, hetero-paternalismo, porque unos sujetos (el 
poder constituyente) imponen ciertas limitaciones a otros (el poder constituido), sobre el 
presupuesto de que estos últimos no tendrán las virtudes y el juicio suficiente para 
conducirse de forma racional. A mi juicio, esto es correcto si se interpreta la rigidez 
constitucional como un caso de paternalismo. 
 
En resumen, mi propuesta es tomar un concepto amplio y neutral de paternalismo, 
que trata de captar el mínimo común denominador a un conjunto de problemas que suelen 
plantearse juntos. El auto-paternalismo sería, desde esta perspectiva, un tipo de 
paternalismo en la versión individual y política de los contratos Ulises y en la versión 
política del auto-paternalismo estricto. En el caso de los contratos Ulises, tanto en su 
versión individual como política, siguen apareciendo los dos sujetos de la relación 
paternalista y la diferencia con los supuestos de “hetero-paternalismo” consiste en la 
existencia de un consentimiento anterior por parte del sujeto B (aunque, como se acaba 
de decir, en la versión política no se trata de un genuino consentimiento). El caso del 
sujeto que se cierra opciones sin acudir para ello al compromiso de otro es, quizás, el que 
con más propiedad puede denominarse auto-paternalismo, pero, a la vez, es donde más  
dudoso resulta si el auto-paternalismo merece ser considerado un tipo de paternalismo o 
constituye una categoría sui generis.  
 
2.3.3. La finalidad del paternalismo 
 
 En la definición de paternalismo propuesta se ha señalado que la finalidad del 
paternalismo consiste en que A trata con acto de evitar que B tome decisiones o lleve a 
cabo acciones u omisiones que le dañan a sí mismo y/o le suponen un incremento del 
riesgo de daño y/o la pérdida de un beneficio (siendo estos daños y beneficios  de tipo 
físico, psíquico o económico). El análisis de esta condición definitoria es importante 
                                                 
39 Elster, Jon: Ulises desatado, cit., p. 113. 
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porque este análisis debe aclarar las relaciones entre paternalismo y perfeccionismo, lo 
cual tiene importantes implicaciones para el problema de la justificación de las  
interferencias paternalistas. 
 
2.3.3.1. La distinción entre “evitar un daño” y “beneficiar” 
 
Como hemos visto, uno de los debates más recurrentes sobre el concepto de 
paternalismo es sobre si éste persigue “beneficiar” o tan sólo “evitar daños”.  Trataré, en 
primer lugar, de la distinción conceptual entre estos dos tipos de actos y, en segundo 
lugar, de la conexión de la misma con la distinción entre paternalismo y perfeccionismo 
jurídico. 
 
Lo primero que hay que advertir es  que “beneficiar” se puede usar en un sentido 
genérico que englobaría también a “evitar daños” y en un sentido estricto que no 
englobaría a “evitar daños”. Para saber si una definición de paternalismo en términos de 
“beneficiar” en sentido genérico es demasiado amplia hay que comprender primero la 
distinción entre el sentido estricto de “beneficiar” y el de “evitar daños”  
 
La noción de “evitar daños” es un caso particular de la noción más genérica de 
“evitar p” donde p es una variable de un estado de cosas cualquiera40. Esta noción 
                                                 
40 Sostiene G. H. von Wright que hay cuatro tipos de cambios elementales, que se definen de la siguient e 
manera: siendo “ P” un estado de cosas, “T” el paso a una nueva ocasión espacio-temporal y “∼” la 
negación, entonces: ∼pTp;  pT∼p; pTp; y  ∼pT∼p. A partir de esta noción de cambio elemental, G. H. von 
Wright introduce la de “ acto elemental” como aquel “ cuyo resultado es un cambio elemental”. La idea 
fundamental para distinguir los cambios elementales, entendidos como meros sucesos, de los actos 
elementales es la noción de “ agente”: todo acto requiere de un agente que lo lleve a cabo, mientras que los  
sucesos ocurren por sí mismos. Utilizando el símbolo d por actuar, obtenemos las siguientes descripciones  
de los cuatro cambios elementales: d(∼pTp) (producir p); d(pT∼p) (destrui r p); d(pTp) (conservar p); y  
d(∼pT∼p)  (evitar p). El primero de los actos elementales, producir p, representado por d(∼pTp), describe, 
por ejemplo, el  acto de abrir la ventana. Este acto sólo puede (lógicamente) ser hecho si se cumplen dos  
condiciones: primera, que se cumpla ∼p, en est e caso que la ventana esté cerrada y, segunda, que “ el 
cambio descrito por ∼pTp no suceda, como si dijeramos, por sí mismo”. Esta última condición es la que 
distingue el acto del mero suceso e implica que si el agente no hubiera actuado, el cambio no se habría 
producido en esa particular ocasión. El segundo de los actos elemental es, destruir p, representado por 
d(pT∼p), describiría el acto de cerrar la ventana. Las condiciones que deben darse son, evidentemente, que 
se de p en la primera de l as dos ocasiones e, igualmente, que el cambio no se produzca por sí mismo. En 
cuanto a los actos rest antes, von Wright explica: “¿Qué acto describe d(pTp)? pTp significa que el mundo 
no cambia en la característica descrita por p, en dos ocasiones sucesivas. ¿Puede ser esto un resultado de la 
acción? Ciertamente que sí. El mundo pudiera cambiar en una característica determinada, a menos que haya 
algún agente que se lo impida. Esta es la clase de acción que describe d(pTp). Podemos llamarlo ‘el 
conservar p’. Este acto puede hacerse, siempre que el estado descrito por p se dé inicialmente, y cambiaría 
a su estado contradi ctorio a menos que el cambio se impidiera mediante la acción (...) Finalmente, 
d(∼pT∼p), describe el acto de mantener el mundo sin cambios en la característica descrita por ∼p. 
  
 474 
requiere conceptualmente que haya en el mundo una tendencia al cambio, de un estado 
de cosas a otro estado de cosas. Si asumimos el concepto de daño de Joel Feinberg, 
“evitar un daño a B” sería “evitar el paso de un nivel de satisfacción de los intereses de B 
a otro nivel inferior de satisfacción de los intereses de B”41. El motor del cambio en el 
contexto del paternalismo serían las propias acciones y omisiones de B, de manera que el 
paso de un estado de cosas a otro estado de cosas se produce porque B no hace lo que 
tenía que hacer (no se evita daños) o hace lo que no tenía que hacer (se daña). Por tanto, 
tratándose de interferencias paternalistas la finalidad sería “evitar que B se dañe por 
acción u omisión”. 
 
“Beneficiar” sería, por su parte, un caso particular de la noción más genérica de 
“producir p” donde p es un estado de cosas cualquiera. “Producir un beneficio a B” sería 
provocar el paso de un nivel de satisfacción de los intereses de B a un nivel superior de 
satisfacción de los intereses de B. Aquí se requiere, a diferencia del caso anterior, que no 
haya una tendencia de cambio en el mundo42. En este caso, sin la intervención 
paternalista los intereses de B se mantendrían en un nivel de satisfacción x, mientras que 
con la intervención pasarían, por ejemplo, a un nivel x+1. Ahora bien, para actuar 
paternalistamente no basta con poner al alcance de alguien un beneficio que estaba fuera 
de su alcance. La acción paternalista puede consistir en imponer a alguien un beneficio 
que estaba a su alcance pero no quería (seguramente, porque no lo considera un 
                                                                                                                                                 
Podríamos llamar a este acto ‘evitar p’. Este acto puede hacerse siempre que el estado descrito por ∼p se dé, 
pero cambiarí a al estado descrito por p a menos  que se impida mediante una acción.”. Estos mismos 
cambios se pueden producir por omisión, en cuyo caso las formas serían: f(~pTp), etc. Véase: Von Wright, 
G. Henrik: Norma y Acción (Una investigación lógica), ed. Tecnos, Madrid, 1979, p. 47 y ss. 
 
41 Sobre el concepto de daño de Joel Feinberg, véase el apartado 7.2 del capítulo III de este trabajo. La 
acción de dañar, de acuerdo con l a concepción de daño de Joel Feinberg, puede explicarse como una 
acción que “ hace retroceder” (to set back), “ hace fracasar” (to defeat), “ bloquea” (to thwart) o “retrasa” (to  
impede) el interés de una persona, en virtud de lo cual su poseedor es dañado. Común a todas estas 
expresiones, explica Joel Feinberg, es  la idea de un punto de partida o línea de base a partir de l a cual la 
dirección de avance o retroceso de un interés es medida. Se podría representar un interés de una persona en 
un eje de coordenadas, como una curva que declina con un acto dañoso y, por el contrario, asciende si se 
trata de un acto benefi cioso. Si “beneficiar” signi fica hacer avanzar los intereses de un sujeto, la noción de 
“ evitar daños” (también “ evitar beneficios”) se caract eriza porque “ el efecto del comport amiento de 
intervención –dice Joel Feinberg- es dejar los intereses de la segunda parte exactamente donde estaban al  
comienzo, por medio de bloquear, interceptar o desviar los sucesos (o conducta de una tercera part e) que de 
otra manera los habrían avanzado o hecho retroceder”. Para que sea posible “ evitar daños” (o “ evitar 
beneficios”) es lógicamente necesario que existan otras fuentes de efectos adversos (o favorables) a los  
intereses de una parte o, dicho con otras palabras, que exista una tendencia en el mundo de cambio a peor 
(o a mejor). Véase, igualmente: Feinberg, Joel: Harm to Others, cit., pp. 52 y ss. 
 
42 Siguiendo a George Henrik von Wright diríamos que la tendencia en el mundo es a que el paso a la mejor 
situación no se produzca por sí sólo. 
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beneficio) o en, primero, ponerlo a su alcance y, después, imponérselo. En uno u otro 
caso, que el beneficio esté al alcance del sujeto tratado paternalistamente es un pre-
requisito de la acción paternalista. Parece, entonces, que la descripción más correcta de 
esta situación sería la de “evitar la omisión de B de aprovechar un beneficio”. Así, la 
finalidad paternalista consistirá siempre en evitar que B se dañe o que incremente el 
riesgo de sufrir un daño, por un lado, o evitar que B no aproveche un beneficio, por 
otro43. 
 
¿Cuál es la relevancia moral de estas distinciones? Como punto de partida se diría 
que el paternalismo justificado siempre tendrá como finalidad la de evitar que B se dañe 
y que un paternalismo orientado a evitar que B no aproveche algún beneficio sería una 
forma extrema o radical de paternalismo que no puede justificarse. Pero si este punto de 
partida es acertado tiene que ser por algo más que por las consideraciones formales que 
se han hecho y que permiten distinguir entre las nociones de “evitar un daño” y “evitar la 
pérdida de un beneficio”. La clave está en que estas distinciones no toman en cuenta cuál 
es nivel de satisfacción del interés de B, ni la importancia de este interés para B. Así, 
evitar que Bill Gates pierda 20 dolares es evitar un daño a Bill Gates de la misma manera 
que evitar que un mendigo pierda su últimos 20 dólares sería evitar un daño al mendigo. 
Por otro lado, si impido a Bill Gates perder la oportunidad de incrementar su patrimonio 
en 20 dólares estaría evitando que Bill Gates omitiera aprovechar un beneficio, de la 
misma manera que si impido al mendigo perder la oportunidad de ganar 20 dólares le 
estaría evitando la omisión de aprovechar un beneficio. Ahora bien, se diría que, en este 
último caso, la pérdida de ese beneficio es también muy probablemente un daño para el 
mendigo, dado que el nivel de satisfacción de su interés en tener dinero estará por debajo 
de una línea de base normal y dado que ése será un interés muy importante para el sujeto. 
Igualmente, se diría que la pérdida de 20 dólares para Bill Gates no es un daño para él y 
                                                                                                                                                 
 
43 La distinción entre “ evitar daños” y “ benefici ar” y, en general, la discusión sobre los conceptos de 
“daño” y “ beneficio” es notablemente compleja. Aquí he tratado de ceñirme a lo estrictamente necesario  
para acl arar la finalidad de la intervención pat ernalista. Si no me equivoco, las dos fuentes principales  de 
complejidad en torno a estos conceptos son el problema de las omisiones (la cuestión, por ejemplo, de si no 
evitar daños es un caso de dañar o de no benefici ar) y el problema de los usos normativos de “ daño” (como 
la inflicción injusta de un mal) y “ beneficio” (como la concesión gratuita de un bien). Sobre estos  
problemas, véase: Feinberg, Joel: Harm to Others, cit., pp. 126-186; Garzón Valdés, Ernesto: “ Los deberes  
positivos generales y su fundamentación”, en Doxa, 3(1986), pp. 17-33; y Bayón, Juan Carlos: “Los 
deberes positivos generales y la determinación de sus límites”, en Doxa 3(1986), pp. 35-54. 
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que evitar esa pérdida no es evitar un daño a Bill Gates, éste, a diferencia del mendigo, 
puede permitírselo. 
 
De lo anterior se deriva que evitar la omisión de aprovechar un beneficio, cuando 
este “beneficio” consiste en avanzar un interés de extraordinaria importancia cuyo nivel 
de satisfacción está por debajo de lo normal es equivalente a evitar un daño. Dicho de 
otra manera, que cualquier intervención orientada a evitar que las necesidades básicas, 
intereses del bienestar o bienes primarios de B permanezcan (o no caigan) por debajo de 
una plausible línea de base de satisfacción de los mismos es una intervención que puede 
ser correctamente descrita como de “evitar daños a B”. Estos intereses de bienestar,  
como vimos, se caracterizan, en primer lugar, porque cuando son perjudicados la persona 
es seriamente dañada, pues también sus últimas aspiraciones se ven negativamente 
afectadas; y, en segundo lugar, porque forman una cadena que no es más fuerte que el 
más débil de sus eslabones. 
 
Lo mismo ocurriría con aquellos intereses de un individuo que sin ser primarios o 
básicos son para él de particular importancia, uno de esos intereses ulteriores a los que 
hacía referencia Joel Feinberg44, puesto que entendemos con frecuencia que impedir que 
alguien pierda una oportunidad de promover la satisfacción de ese interés es lo mismo 
que evitarle un daño, dada la importancia que le atribuye el propio sujeto: pensemos, por 
ejemplo, en una estudiante de doctorado que va a rechazar una invitación a completar su 
formación en una prestigiosa universidad extranjera, se trata de una oportunidad única 
que mejoraría sustancialmente su currículo. Dado el fuerte compromiso de la estudiante 
con la carrera académica, se diría que tratar de disuadirla de su decisión de no viajar es  
tratar de evitarle un daño y no sólo la pérdida de un beneficio45. 
 
                                                 
44 Véase el apart ado 7.2.2. del capítulo III de esta tesis. 
 
45 Recordemos que, para Joel Feinberg, hay dos estándares fundamentales para medir l a importancia de un 
interés. Según uno de ellos, los objetivos y aspiraciones últimos son los más importantes: por ejemplo, 
escribir una gran novela, lograr la fama, hacer una tesis doctoral, etc. Según otro estándar, los intereses más 
importantes son los medios para lograr cualesquiera obj etivos, un tipo de intereses presumiblemente 
compartidos por todos. Estos son llamados por Joel Feinberg “intereses de bienestar” (welfare interests): 
por ejemplo, el interés en gozar de salud física, en l a ausencia de graves padecimientos o en tener un 
aspecto que no sea grotesco, una mínima estabilidad emocional, cierto ámbito de libertad, etc. Véase el  




La conclusión sería, a mi juicio, que la relevancia moral atribuida a la distinción 
entre “evitar un daño” y “beneficiar” en el ámbito de la discusión sobre el paternalismo, 
se explica al introducir en el análisis consideraciones sobre la naturaleza de los intereses  
en juego y su nivel de satisfacción. Así, parece que la finalidad de “evitar la omisión de 
aprovechar un beneficio” sería, por exclusión, la finalidad de aquellas intervenciones  
paternalistas que no tratan de proteger intereses básicos o necesidades primarias y que 
tampoco tratan de proteger intereses ulteriores de los individuos reconocidos como tales  
por ellos mismos. 
 
Si las anteriores consideraciones son correctas, podemos avanzar en la 
comprensión de las relaciones entre paternalismo y perfeccionismo. El paternalismo 
orientado a “evitar daños” descansaría o bien sobre la teoría de las necesidades básicas o 
bien sobre una hipótesis de cuáles son los planes de vida y las preferencias subjetivas que 
los individuos han adoptado libremente. Por su parte, el paternalismo orientado a evitar 
que B pierda un beneficio descansaría sobre una particular concepción de lo bueno que 
los individuos afectados no reconocen como tal.  
 
A partir de aquí, se plantean dos opciones conceptuales. La primera, siguiendo a 
Ernesto Garzón46 o Carlos S. Nino47, sería considerar paternalismo sólo a aquellas  
intervenciones orientadas a evitar daños y perfeccionismo a aquellas orientadas a evitar 
la pérdida de un beneficio. La segunda, siguiendo a Manuel Atienza48 o Joel Feinberg49, 
sería considerar al paternalismo que trata de “evitar la pérdida de un beneficio” como 
una forma de paternalismo extremo o radical que presupone el perfeccionismo. A mi 
juicio, las dos opciones son plausibles50, pero me inclino por la primera, puesto que, 
                                                 
46 Véase el apart ado 2.1. del capítulo IV de esta tesis. 
 
47 Nino, Carlos S.: Ética y derechos humanos, cit., p. 142. 
 
48 Atienza, Manuel: “ Discutamos sobre paternalismo”, en Doxa, cit., p. 205. 
 
49 Véase el apart ado 9 del capítulo III de esta tesis. 
 
50 Joseph Raz admite l a plausibilidad de estas dos posturas: ver el paternalismo como di ferente del 
perfeccionismo o al perfeccionismo como una forma de paternalismo. En ambos casos, la diferencia reside 
en que el pat ernalismo (strictu sensu) afect a a valores que son meramente instrumentales (por ejemplo, 
garantizar la seguridad de actividades que el individuo desea llevar a cabo) mientras que el perfeccionismo 
iría más allá al promover medidas orientadas a que los individuos adopten fines valiosos y abandonen fines  





según creo, la discusión moral sobre la justificación de un tipo u otro de intervenciones  
tiene caracteres diferenciados. En consecuencia, habría que hacer una última revisión de 
la definición propuesta de la siguiente manera: 
 
 El agente A ejerce paternalismo sobre B si y sólo si: 
1) A  ejerce poder sobre B, 
2) con la finalidad de evitar que B lleve a cabo  acciones u omisiones que le 
dañan a sí mismo y/o le suponen un incremento del riesgo de daño (siendo 
estos daños de tipo físico, psíquico o económico). 
 
2.3.3.2. Evitar daños físicos, psíquicos o económicos 
 
 Siguiendo las propuestas de Joel Feinberg51 y Ernesto Garzón52, he partido de 
considerar que la finalidad de la intervención paternalista consiste específicamente en 
evitar daños de cierta naturaleza, esto es, daños de tipo físico, psíquico o económico. Esta 
restricción deja fuera los denominados “daños morales” que, según la caracterización que 
de los mismos hace Joel Feinberg, serían daños al carácter de un individuo, entendido 
éste como un conjunto de disposiciones a actuar de cierta manera. Algunas de estas 
disposiciones las consideramos “virtudes” como, por ejemplo, la valentía o la franqueza y 
otras “defectos” como, por ejemplo, la pereza o la insinceridad53. 
 
 El paternalista moralista trataría de evitar que los individuos lleven a cabo acciones  
que tienen como consecuencia la degradación de su carácter. Éste sería el caso, por 
ejemplo, de la interferencia orientada a evitar que los individuos consuman pornografía, 
presuponiendo que tal consumo tiene como consecuencia la degradación de su carácter 
moral haciéndoles menos moderados, más egoístas, etc. 
 
 Hay dos razones principales para limitar el concepto de paternalismo a la evitación 
de daños (o riesgos de daños) de tipo físico, psíquico y económico y no extenderlo a la 
evitación de daños morales. 
                                                 
51 Véase el apart ado 2 del capítulo III de esta tesis. 
 
52 Véase el apart ado 2.1. del capítulo IV de esta tesis. 
 




 La primera de ellas es que desde la fundacional discusión entre Patrick Devlin y 
Herbert L. A. Hart, tanto entre los defensores del moralismo jurídico como entre sus 
detractores, se ha admitido la posibilidad de distinguir de esta manera entre 
“paternalismo” y “perfeccionismo”. Así, por ejemplo, Vinit Haksar54 o Joseph Raz55,  
defensores de la plausibilidad de un perfeccionismo liberal, también admiten cierta 
distinción conceptual entre paternalismo y perfeccionismo. Vinit Haksar, por ejemplo, 
siguiendo a John Rawls entiende que el paternalismo perseguiría evitar daños a los  
sujetos de acuerdo con las preferencias e intereses establecidas de estos mismos (en la 
medida en que no sean irracionales) o, si estas preferencias  e intereses no son conocidos, 
de acuerdo con la teoría de los bienes primarios 56. Joseph Raz, por su parte, sugiere que 
el paternalismo podría caracterizarse como una intervención que trata de proteger bienes  
puramente instrumentales, mientras que el perfeccionismo por él defendido iría más allá 
                                                                                                                                                 
 
54 Rodolfo Vázquez ha resumido la doct rina perfeccionista de Vinit Haksar de la siguiente manera:  “ Así, 
por ejemplo –dice Rodolfo Vázquez-, Vinit Haksar piensa que la expresión “ perfeccionismo” ha sido usada 
para referirse a dos  tipos de creencias: (i) Algunos seres  humanos son intrínsecamente inferiores a otros;  
(ii) Algunas formas de vida humana son intrínsecamente inferiores a ot ras. (i) es una versión fuerte –
continúa este autor- del perfeccionismo mientras (ii) es una versión débil; (i) implica a (ii) pero no a la 
inversa: se puede creer consistentemente que existe un plan de vida superior a otro sin que esto implique 
creer que algunos seres humanos son superiores a otros. Desde el punto de vista ético-político, las 
consecuencias de aceptar (i) o (ii) resultan distintas: mientras en (i) el Estado lógicamente puede llegar 
hasta el extremo de sacri ficar a los hombres inferiores en aras del beneficio de los superiores, en (ii) el  
Estado debe promover pl anes de vida superiores a otros sin violar el principio de igual respeto a los seres  
humanos. Asimismo, mientras que (i) justificarí a una política de intolerancia con los modos de vida 
inferiores; en (ii) el principio de igual respeto exigiría una actitud de toleranci a con los planes de vida 
inferiores. Pienso –explica Rodolfo Vázquez- que una formulación más completa de ambas  versiones del  
perfeccionismo podría ser la siguiente: (i) Algunos seres humanos son intrínsecamente inferiores a otros y  
el Estado debe promover los planes de vida de los hombres superiores y prohibir los de los inferiores; (ii) 
Algunas formas de vida humana son intrínsecamente inferiores  a otras y el Estado debe promover las  
superiores y desalent ar las inferiores.”, en Vázquez, Rodolfo: Educación liberal. Un enfoque igualitario y 
democrático, ed. Fontamara, México, 1997. Véase: Haksar, Vinit: Equality, Liberty and Perfectionism, ed. 
Oxford University Press, 1979. 
 
55 Rodolfo Vázquez ha resumido la doctrina perfeccionista de Joseph Raz de la siguiente manera: “Para Raz 
–dice Rodolfo Vázquez-, el principio de autonomía es un principio perfeccionista. La vida autónoma es  
valiosa sólo si se ordena a la prosecución de proyectos y relaciones humanas aceptables y valiosas. El 
prinicpio de autonomía permite, más aún, requiere, gobiernos para crear oportunidades moralmente 
valiosas y para eliminar las reprobables. El liberalismo de Raz –continúa Rodol fo Vázquez- es compatible 
con una posición perfeccionista si se aceptan las siguientes premisas. Primera, que el valor de los planes de 
vida de las personas se justifica por razones independientes a las creencias; segunda, que el perfeccionismo 
no supone necesari amente la imposición coercitiva de otros planes de vida; y tercera, que permitir que los  
gobernantes  actúen de acuerdo con ciertos  ideales  no supone una moral rigorista”, en Vázquez, Rodol fo:  
Educación liberal. Un enfoque igualitario y democrático, cit., pp. 65 y 66. Véase: Raz, Joseph: The 
Morality of Freedom, cit. 
 




al comprometerse con la promoción de fines valiosos57. Estos puntos de vista serían, 
además, coherentes con la perspectiva general sobre el paternalismo aquí defendida, de 
acuerdo con la cual el paternalista presupone algún defecto de juicio o voluntariedad en el 
sujeto tratado paternalistamente de manera que necesita ser protegido de sí mismo.  
 
 La segunda razón para no incluir la noción de “daño moral” en la definición de 
paternalismo es que, como sostiene Joel Feinberg, es discutible que estos “daños” lo sean 
en el mismo sentido que los daños de tipo físico, psíquico o económico. No cabe duda de 
que algunas virtudes pueden promover o proteger el bienestar de un individuo, pero 
también es cierto que lo mismo puede decirse de algunos defectos y que, además, a veces  
el ejercicio de las virtudes puede exigirnos sacrificios. Para que el ejercicio de las  
virtudes coincida siempre con el bienestar del individuo, éste tiene que haber alcanzado 
el difícil punto de progreso moral en el que sólo (y siempre) encuentra la felicidad 
haciendo lo correcto. Para la mayoría de las personas un defecto moral sólo se traducirá 
en un daño cuando afecte negativamente a sus intereses y esto puede no ocurrir si no se 
tiene un interés particular en ser virtuoso58. 
 
 No obstante, hay que reconocer que hay un punto de coincidencia entre los  
defensores de la noción de “daño moral” y los paternalistas que tratan de evitar daños de 
tipo físico, psíquico y económico: tanto unos como otros parecen suscribir una 
concepción objetiva del bien que les permite sostener que los individuos pueden 
equivocarse sobre cuáles son sus intereses.  En el apartado siguiente veremos qué 
consecuencias tiene esta coincidencia para distinguir entre paternalismo y 
perfeccionismo. 
 
                                                 
57 Raz, Joseph: The Morality of Freedom, cit., p. 423. 
 
58 Mi tesis se limita a sostener que no es necesario que los defectos morales dañen los intereses de los 
individuos cuando estos no tienen un interés particular en ser virtuosos. La virtud de la sinceridad en un 
sujeto, por ejemplo, será en la mayoría de los casos buena o provechosa para los otros, pero la experiencia 
demuestra que puede perjudicar los intereses de qui en la ejerce (salvo que, insisto, el interés del sujeto por 
ser virtuoso sea lo suficient emente import ante como para compensar cualquier perjuicio a otro de sus  
intereses). Además, la sociedad se rinde fácilmente al éxito y, cuanto más  grande sea éste, menos  
relevancia se l e da a la forma de conseguirlo. Sin embargo, es innegable que muchas  virtudes suelen ser 
útiles para el individuo que las ejercita: por ejemplo, la laboriosidad, el coraje, el buen juicio, la 




2.3.3.3. La distinción entre paternalismo y perfeccionismo 
 
 A lo largo de este trabajo, el perfeccionismo ha quedado vagamente caracterizado 
por oposición al paternalismo. En positivo, el perfeccionismo suele entenderse como una 
tesis sobre los fines legítimos del Estado, según la cual el Estado debe promover formas 
de vida objetivamente valiosas, incluso por medio de la coacción. A esta tesis política le 
subyace una tesis ética según la cual “existen pautas de la vida buena válidas  
universalmente, o para todas las personas, pautas que son independientes de los  deseos o 
preferencias de éstas, y que consisten en el desarrollo de ciertas capacidades o 
potencialidades superiores del ser humano, como el conocimiento, la amistad o la 
experiencia estética”59. 
 
 Con frecuencia, la cuestión de la aceptabilidad del perfeccionismo se ha planteado 
exclusivamente en relación con aquellos fines que el Estado puede perseguir por medio 
de la coacción y, en particular, de la coacción penal. Sin embargo, creo que, al igual que 
ocurre con respecto al paternalismo, es un error restringir la noción de perfeccionismo a 
las interferencias  coactivas  y, por el contrario, creo que es mas clarificador acudir a la 
noción de ejercer el poder, en el sentido propuesto más arriba que deja fuera a la 
persuasión racional. 
 
 La conclusión es que paternalismo y perfeccionismo coinciden en la forma pero se 
distinguen por la finalidad de la intervención. Según lo dicho más arriba, mientras que el 
paternalismo se orienta a evitar daños y sólo daños de tipo físico, psíquico y económico, 
el perfeccionismo se orientaría a beneficiar (al perfeccionamiento) y los beneficios son de 
tipo moral (el logro de virtudes morales). Ambas intervenciones tendrían en común que la 
preocupación es por el mismo individuo que soporta la intervención.  
 
 La importancia de distinguir entre paternalismo y perfeccionismo se pone de 
manifiesto cuando la distinción se caracteriza de la siguiente manera: el paternalista apela 
como razón de su intervención a los planes de vida de los individuos o sus intereses tal y 
como ellos los conciben y el perfeccionista impone planes de vida que considera valiosos 
                                                 
59 Colomer, José Luis: “ Libertad individual y límites del derecho. El liberalismo y sus críticos”, en 




a personas que no los aceptan. José Luis Colomer, por ejemplo, señala que en las  
interferencias paternalistas, al contrario que en las perfeccionistas, “no se trata de que el 
Estado imponga planes o formas de vida que se consideran valiosas contra el propio 
parecer y elección de los agentes, sino de desalentar o imponer conductas a favor de la 
satisfacción de las  propias preferencias de los  individuos, de las condiciones que las  
hacen posibles o de su capacidad de autonomía”60. Efectivamente, hay una conexión 
conceptual entre la finalidad de “evitar daños” y las de satisfacer “las propias 
preferencias de los individuos” (se trataría de evitar daños a los intereses que el individuo 
realmente asume), de un lado, y de proteger las condiciones que hacen posible la 
satisfacción de las preferencias individuales o la capacidad de autonomía (se trataría de 
evitar daños a los intereses del bienestar, necesidades básicas, etc), de otro lado. 
 
 No obstante, que el paternalismo y el perfeccionismo se puedan diferenciar 
conceptualmente no implica que haya otro tipo de conexiones entre ambas figuras. En 
particular, se suelen señalar dos tipos de conexiones que, son a su vez, dos versiones del 
argumento de la pendiente resbaladiza: Según la primera, el ejercicio del paternalismo 
conduce, como cuestión de hecho, al ejercicio del perfeccionismo: una vez que el Estado 
se ha inmiscuido en la vida privada de los ciudadanos por motivos paternalistas, -rezaría 
el argumento-, no parará y terminará llevando a cabo interferencias perfeccionistas. 
Según la segunda, la justificación del paternalismo conduce lógicamente a la justificación 
del perfeccionismo. Este argumento, en ambas versiones, es falaz salvo que se explique el 
mecanismo por el que una cosa lleva a la otra. Por lo que respecta a la versión que podría 
denominarse causal del mismo, se diría que faltan datos que la apoyen. Por ejemplo, en 
España, el gobierno socialista de Rodríguez Zapatero ha puesto en práctica, a la vez, 
tanto medidas que ponen fin a situaciones cuyo mantenimiento se prentendía justificar en 
razones perfeccionistas (legalización del matrimonio de homosexuales), como medidas  
de carácter paternalista (lucha contra el tabaco, protección de la infancia, seguridad en el 
tráfico vial, etc.). Por lo que respecta a la segunda versión, la que se refiere a la conexión 
justificativa entre paternalismo y perfeccionismo, me parece que para rechazarla es  
necesario contar con unas adecuadas nociones de “daño” e “incompetencia”. La crítica 
precedente sobre el concepto de “daño moral” cumpliría esta función. Más adelante, al 
                                                                                                                                                 
 
60 Colomer, José Luis: “ Libertad individual y límites del derecho. El liberalismo y sus críticos”, en 
Colomer, José Luis y Elías Díaz (eds.): Estado, justicia y derechos, cit., p.198. 
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tratar de la justificación del paternalismo trataré sobre la noción de “incompetencia”. Si 
es plausible una justificación del paternalismo libre de presupuestos perfeccionistas, se ha 
de juzgar, por tanto, a la luz de las concretas condiciones  de justificación que se 
propongan. 
 
2.3.3.4. Evitar daños auto-infligidos 
 
 La finalidad del paternalismo, como hemos visto, no consiste únicamente en 
“evitar daños” sino más específicamente en “evitar daños auto-infligidos”. Con respecto a 
esta cuestión, me parece que se plantean dos problemas importantes: primero, la 
posibilidad misma de la existencia de actos puramente auto-referentes y, segundo, la 
posibilidad lógica de considerar simultáneamente que un daño es auto-infligido y que el 
sujeto que lo lleva a cabo lo hizo de forma menos que voluntaria, en situación de 
incompetencia, etc. 
 
A) La existencia de actos puramente auto-referentes 
  
 A lo largo de esta tesis, hemos tenido oportunidad de considerar los argumentos 
de John S. Mill, C. L. Ten o Joel Feinberg a favor de la posibilidad de distinguir aquellas  
conductas dañosas o peligrosas que son auto-referentes de aquellas que son hetero-
referentes. Sobre este problema, tan sólo quisiera insistir ahora en dos puntos: primero, 
que esta distinción es relativa a una valoración social de lo que es exigible a los  
individuos y, segundo, que esa valoración parece estar en continuo movimiento. La 
crítica que vimos de Rudolf von Ihering a John S. Mill y Wilheim von Humboldt se basa, 
precisamente, en afirmar que las exigencias de la sociedad al individuo crecen 
continuamente y que es inútil el esfuerzo de estos últimos por fijar un límite abstracto a 
las mismas.  
  
 Un argumento fundamental que pone en cuestión la categoría de actos auto-
referentes es el que apela a la existencia de una fuerte interdependencia entre todos los 
individuos y que ha sido defendido por las doctrinas comunitaristas61. Estas doctrinas 
                                                 
61 Véase: Kleinig, John: Paternalism, cit., pp. 39-45. John Kleinig señala la interrelación 
(interconnectedness) entre los individuos se puede concebir de tres maneras general es: primera, de una 
forma radi cal, según la cual los asuntos de los individuos son ipso facto asuntos de la comunidad; segunda, 
  
 484 
parecen ofrecer un buen argumento para la justificación del paternalismo pero, en 
realidad, cuestionan el marco de la discusión, de manera que se trata de eliminar la 
distinción entre principio de daño y principio paternalista (puesto que lo que uno hace nos  
afecta a todos) y suelen apoyar alguna forma de perfeccionismo (los valores comunitarios  
son constitutivos del bienestar individual)62. 
 
 En general, la tesis de la interdependencia entre el bienestar de los individuos  
parece ganar plausibilidad cuanto mayor sea el número de individuos que se embarcan en 
comportamientos auto-destructivos. Supongamos que una droga muy perjudicial para la 
salud es consumida sólo por unos cuantos individuos en la sociedad. La interferencia 
estatal orientada a evitar el consumo de esa droga podría ser considerada puramente 
paternalista en la medida en que los actos de estos pocos individuos son también 
puramente auto-referentes. No obstante, conforme aumente el número de consumidores  
es probable que los actos de consumo dejen de ser considerados como puramente auto-
referentes y se empiecen a evaluar las consecuencias sociales de los mismos para los 
otros. Igualmente, conforme la preocupación por las consecuencias sociales gana terreno, 
la interferencia con los actos “privados” de consumo encaja menos en el ámbito de 
aplicación del principio de paternalismo jurídico y más en el del principio de daño a 
terceros. El problema para la teoría del paternalismo jurídico es que, aun cuando el 
Estado se oriente honestamente al bienestar de los ciudadanos, en la agenda política sólo 
entrarán aquellas cuestiones que constituyen problemas sociales. En realidad, se trata de 
un problema para la relevancia de la teoría del paternalismo jurídico, puesto que 
parecería que toda intervención estatal o no es paternalista en absoluto o como mucho es  
una forma impura de paternalismo. 
 
 A mi juicio, tal problema de relevancia es sólo aparente. Pensemos, por ejemplo, 
en la detracción obligatoria de una parte de los salarios para pensiones de jubilación. La 
regulación parece paternalista pero, según el argumento expuesto, sería irrelevante que lo 
fuera o no. No vale la pena indagarlo. Lo importante sería que quepa justificar tal 
regulación sin presuponer que es paternalista. Muchos defensores de estas medidas así lo 
                                                                                                                                                 
de una forma mínima, según la cual la comunidad no ofrece al individuo más que las condiciones para la 
subsistencia; y, tercera, de una forma intermedia, según  la cual la comunidad es el contexto apropiado para 




creen y presentan diversos argumentos en su favor. Los dos más importantes creo que 
serían los siguientes: uno, que se trata de medidas que tienden a resolver problemas de 
coordinación social y a evitar la acción parasitaria de unos pocos y, dos, que se trata de 
una medida esencialmente redistributiva y solidaria. Supongamos ahora que se muestra 
que el problema de coordinación social es aparente, puesto que existe en la sociedad un 
sistema de seguros privados lo suficientemente fiable como para que los ciudadanos 
confíen en él sus planes de pensiones. En este caso, el problema (aparente) de la 
coordinación social no justificaría la contribución obligatoria a los planes de pensiones. 
Quedaría, no obstante, el problema de aquellos que no tienen ingresos como para 
contratar dichos planes, pero podríamos defender entonces que el Estado subvencionara 
la contratación de los seguros a estos ciudadanos, respetando de esta manera el principio 
de solidaridad (igual que subvenciona la compra de viviendas o los estudios 
universitarios). Ahora bien, imaginemos que con el tiempo una gran parte de las personas 
que tuvieron ingresos para contratar un plan de pensiones o que estaban en condiciones  
de solicitar la subvención del mismo no lo han hecho y que al llegar a la vejez no 
disponen de recursos para subsistir. Esto sería un problema social,  sin duda, pero un 
problema social diferente del de la coordinación o el de la solidaridad, que consistiría 
específicamente en que los ciudadanos, con su imprevisión, se han dañado o se han 
puesto en una situación de alto riesgo de daños. Evitar estos daños disponiendo la 
contribución obligatoria a los planes de pensiones sería una medida paternalista. Éste es 
el sentido en el que una legislación social puede orientarse a evitar daños auto-infligidos  
y no daños infligidos por unos sobre otros. 
   
B) El problema del comportamiento auto-destructivo voluntario 
 
 Quizás, éste sea uno de los problemas críticos en el discurso sobre el 
paternalismo. Es plausible poner en duda la posibilidad lógica de la existencia de daños  
auto-referentes si aceptamos, en una de sus interpretaciones, la máxima volenti non fit 
injuria. Si aquello que hacemos voluntariamente no puede dañarnos, cuando nos  
dañamos no actuamos voluntariamente. Pero si esto es así, entonces el daño que nos  
causamos no es genuinamente auto-infligido, de manera que el principio paternalista es 
redundante con el principio de daño a terceros (sobre todo en los casos de paternalismo 
                                                                                                                                                 
62 La forma extrema de este argumento consiste en sostener que los individuos tienen el deber de cuidarse a 
sí mismo para garantizar que estarán en condiciones de ayudar a los demás cuando estos lo necesiten. 
  
 486 
indirecto). No habría nada interesante en la discusión sobre el paternalismo diferente de 
una doctrina sobre la implementación correcta del viejo principio de daño a terceros. 
 
 Para que la doctrina del paternalismo no quede absorbida de esta manera por la 
doctrina liberal del principio de daño, parece que la única alternativa es, primero, negar 
esa interpretación de la máxima “volenti” y, segundo, presentar la finalidad del 
paternalista como “evitar daños voluntariamente auto-infligidos” (el paternalismo fuerte 
de Joel Feinberg). Por el contrario, la posición que aquí se ha sostenido afirma, partiendo 
de una definición de la acción paternalista valorativamente neutral y basada en el punto 
de vista del agente paternalista, que en todo sincero paternalismo el agente A presupone 
un defecto de juicio, información, voluntariedad (competencia en general) en el sujeto B. 
Esta posición tiene que explicar en qué sentido es posible dañarse involuntariamente. 
 
 La explicación de cómo es posible auto-dañarse involuntariamente pasa por 
distinguir diferentes sentidos de “voluntariedad”. En primer lugar, “voluntario” puede 
entenderse como “una relación causal entre una volición del agente y sus movimientos 
corporales”63. Daniel González Lagier explica que “éste es el sentido de ‘voluntariedad’ 
que usamos cuando decimos que lo que diferencia a las  acciones de los meros  
movimientos corporales es su voluntariedad”64. Cuando falta esta voluntariedad, a veces, 
se sostiene que ni siquiera hay acción en sentido propio. En relación con nuestro tema, 
parece que no hablaríamos de daño auto-infligido cuando no existe voluntariedad, en este 
sentido. Por ejemplo, si alguien pone un puñal en mi mano y me fuerza el brazo hasta 
clavármelo, no se diría que me he auto-infligido un daño. La acción de quien evitara que 
el puñal entre en mi cuerpo sería un rescate no un caso de paternalismo.  
 
 En segundo lugar, “voluntario” puede entenderse como “acción conforme a la 
intención o voluntad del agente”65. No obstante, advierte Daniel González Lagier que  
 
                                                 
63 Gonzál ez Lagier, Daniel: Las paradojas de la acción, ed. Publicaciones de la Universidad de Alicante, 








“a veces decimos que una acción intencional no es voluntaria, por ejemplo 
porque es obligatoria jurídicamente o porque ha sido realizada bajo amenazas  
o algún tipo de coerción, o en estado de necesidad, o sin que hubiera otro 
curso de acción alternativo. Estas acciones son, sin embargo, voluntarias en el 
primer sentido (proceden de una volición), y son también intencionales (en el 
sentido de que son interpretadas conforme a la intención del agente”66.  
 
 De aquí se infiere que un sujeto puede auto-dañarse voluntariamente (en el sentido 
de que su acción procede de una volición) e involuntariamente (en el sentido de que su 
acción responde, por ejemplo, a una coacción externa). El paternalista considerará como 
daños auto-infligidos a los que se derivan de este tipo de acciones. 
 
 En tercer lugar, por “voluntario” puede entenderse “consecuencia no querida de 
una acción intencional”67. La acción de fumar, por ejemplo, puede tener como 
consecuencia una grave enfermedad pulmonar. Desde el punto de vista del paternalista, 
este daño, la enfermedad, es auto-infligido (porque es “voluntario” en este último 
sentido) pero no intencionalmente buscado. 
 
 Recapitulando, se diría que el paternalista considera daños auto-infligidos a 
cualquier daño que el individuo se inflige “voluntariamente” en el sentido de que la 
acción u omisión  procede de una volición  y, con frecuencia, se refiere específicamente a 
aquellos daños que son “voluntarios” en el sentido de que el daño es una consecuencia no 
querida de una acción intencional. 
  
3. La justificación del paternalismo 
 
3.1. La distinción entre paternalismo fuerte y débil 
 
Entendido el paternalismo según mi definición, ninguna doctrina política 
completa ha rechazado frontalmente el paternalismo porque todas han admitido el 
paternalismo en algunos casos. Al menos, todas las doctrinas han admitido la 
justificación del paternalismo en relación con los niños. Este paternalismo 
universalmente aceptado, el paternalismo con respecto a los niños, parece constituir el 





punto de partida adecuado para tratar de la justificación del paternalismo y, de hecho, 
como hemos visto a lo largo de este trabajo, tanto en la tradición del pensamiento político 
(Aristóteles, Thomas Hobbes, John Locke) como en las  más recientes aportaciones 
(Gerald Dworkin) ésa ha sido la estrategia argumentativa escogida   
  
 La universalización de la aceptación del paternalismo en relación con los niños 
juega en dos direcciones: por un lado, parece implicar que los adultos en tanto que no son 
niños no deben ser tratados de la misma manera y, por otro lado, exige que si los adultos 
son iguales a los niños en algunos aspectos relevantes deben ser tratados de la misma 
manera. 
 
 La conciliación de estos dos aspectos del principio de igualdad formal se realiza a 
través de la construcción de una noción más general que la de minoridad y que incluiría a 
ésta: la noción de incompetencia. Así, debemos decir que los niños pueden ser tratados 
paternalistamente no por el simple hecho de ser niños, sino porque esa propiedad 
conlleva otra: la de ser incompetentes. El juicio moral más general es, por tanto, que está 
justificado tratar paternalistamente a los incompetentes, sean niños o adultos. 
 
 Desde este punto de vista, siendo coherente con mi concepto de paternalismo, 
propongo entender la distinción entre paternalismo fuerte y débil68 de la siguiente 
manera: el paternalismo fuerte sería la doctrina que considera que la incompetencia es el 
estado normal de la mayoría de los individuos, mientras que el paternalismo débil sería la 
doctrina que considera que la incompetencia es un estado excepcional para todos los 
individuos, en alguno de los siguientes sentidos: a) “excepcional” en el sentido de 
esencialmente transitorio (como en el caso de la minoridad o de los estados de 
enajenación transitorios), b) “excepcional” en el sentido de anormal con respecto al 
funcionamiento normal de la especie (como en el caso de las enfermedades mentales  
graves) o c) “excepcional” en el sentido de que afectaría a las capacidades de los  
individuos sólo en relación con ciertas tareas. Dicho de otra manera, el paternalismo 
                                                 
68 Recordemos que para Joel Feinberg el paternalismo fuerte “ aceptará como una razón para la legislación 
criminal que es necesari a para proteger a adultos competent es, contra su voluntad, de las consecuencias  
dañosas de sus elecciones y empresas, aunque sean plenamente voluntari as”; por el cont rario, el  
“paternalismo débil “ sostiene que el Estado tiene derecho a prevenir la conducta dañosa auto-referente (en 
esta medida parece “ paternalista”) si y solo si esa conducta es sustancialmente no voluntaria, o cuando una 
intervención temporal sea necesaria para establecer si es voluntaria o no”. Véase: Feinberg, Joel: Harm to 
Self, cit., p. 12. Véase, igualmente, el apartado 5.3. del capítulo III de esta tesis. 
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fuerte considera justificado que el Estado asuma el rol de padre, mientras que el 
paternalismo débil sólo aceptaría la justificación de concretas acciones paternalistas. 
 
 Un gobierno que considera legítimo el paternalismo débil, se suele argüir, puede 
deslizarse a una política general de paternalismo fuerte. Éste es el argumento de la 
pendiente resbaladiza que tantas veces ha sido utilizado contra las interferencias  
paternalistas. Como ya se ha mencionado, habría dos versiones de este argumento: una 
lógica y otra causal. Según la primera, de la aceptación del paternalismo débil se seguiría 
lógicamente la aceptación del paternalismo fuerte. De acuerdo con la segunda, la práctica 
del paternalismo débil conduce, dadas las circunstancias en que se desenvuelven las  
relaciones humanas, al paternalismo fuerte. El argumento es falaz siempre que se usa sin 
explicitar los pasos, lógicos o reales, que conducen del paternalismo débil al fuerte.  
 
 Mi tesis sobre la justificación del paternalismo es que el paternalismo fuerte casi 
nunca está justificado y que el paternalismo débil puede estar en general justificado. Mi 
posición difiere de la de Joel Feinberg en que considero que el paternalista fuerte no 
impone prudencia sobre sujetos a los que considera competentes, como pretende este 
autor. El paternalista fuerte trataría, al igual que el débil, de imponer prudencia a los  
individuos que considera incompetentes. El problema reside en que el paternalista fuerte 
construiría un concepto inaceptable de incompetencia. Veamos, primero, la crítica al 
paternalismo fuerte y, en segundo lugar, las condiciones de justificación del paternalismo 
débil. 
 
3.2. La crítica al paternalismo fuerte 
 
 Las defensas del gobierno de los filósofos de Platón, la monarquía patriarcal de 
John Filmer, el despotismo ilustrado (o absolutismo ilustrado), el paternalismo industrial,  
la dictadura del proletariado o el gobierno de los científicos de la conducta propuesto por 
B. F. Skinner serían defensas del paternalismo fuerte, tal y como se ha definido69. 
 
  Contra estas doctrinas políticas se han presentado muchos argumentos que son, a 
su vez, justificaciones de la democracia y del liberalismo político. Quizás, desde el punto 
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de vista retórico, sería suficiente con señalar que esa tradición del pensamiento 
democrático y liberal ha aportado mejores argumentos (algo con lo que el lector estará de 
acuerdo) y que, por tanto, son los defensores del paternalismo fuerte quienes deberían 
esforzarse por encontrar nuevas maneras de justificar su posición. 
 
 Sin embargo, quisiera presentar un argumento en contra del paternalismo fuerte 
que me parece concluyente y que está directamente conectado con las consideraciones  
que se hacen en esta tesis. A mi juicio, el error fundamental que comete el paternalismo 
fuerte es olvidar que la noción de “incompetencia” es, en parte, una construcción social.  
La postura de quienes sostienen que, en una sociedad, todos salvo una pequeña minoría 
(de gobernantes) son incompetentes descansa sobre una concepción errónea de la 
incompetencia. El primer error estaría en usar, como base para justificar interferencias  
paternalistas, un concepto de incompetencia gradual (la incompetencia relativa de que 
hablaba Ernesto Garzón). Este concepto presupone que la incompetencia es una 
propiedad de grado que permitiría construir una escala que, siendo lo suficientemente 
“fina”, permitiría ordenar a todos los individuos de más a menos incompetentes. Esta 
escala terminaría necesariamente en un solo individuo si, como digo, es lo 
suficientemente fina. De ahí que el gobierno paternalista fuerte será siempre el gobierno 
de uno, o sea, siguiendo la clasificación aristotélica, una monarquía. Esta escala es  
inaplicable, al menos, por tres razones: primera, porque es esencialmente inestable (los  
más dotados hoy pueden no serlo mañana); segunda, porque no se ve qué procedimiento 
pudiera dirimir las discrepancias al respecto de quiénes son los más dotados (los que 
pretendieran ser los más dotados siempre impugnarían el procedimiento que así no lo 
estableciera); y, tercero, porque como nadie puede ser el más competente con respecto a 
todas las tareas se debe decidir qué tareas son relevantes para formar la escala, pero la 
decisión no puede apoyarse en el juicio de los más competentes porque todavía no se ha 
determinado quiénes lo son. 
 
 La inaplicabilidad de la noción de competencia de grado obliga, por tanto, al 
paternalista fuerte a construir una noción de competencia de todo o nada, por medio de 
dos restricciones: primera, determinar un nivel mínimo de competencia exigible para ser 
considerado “competente” y, segunda, en relación con una tarea determinada. Ahora 
                                                                                                                                                 
69 Sobre este tema, véase: Dahl, Robert A.: “ El tutelaje”, en Dahl, Robert A.: La democracia y sus críticos, 
ed. Paidós, Buenos Aires, 1993, pp. 67-82. 
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bien, en segundo lugar, sin presuponer todavía quiénes son los competentes, sólo parece 
racional fundar ambos criterios sobre un juicio de lo que son las capacidades normales de 
los sujetos y en relación con las tareas o problemas más básicos y comunes. Ambos  
aspectos, capacidades y problemas, son sensibles al contexto social de referencia. 
 
 De acuerdo con lo anterior, quien apela a la noción de incompetencia para 
justificar el paternalismo fuerte estaría haciendo algo análogo a quien apela a las  
costumbres sociales para imponerse contra el criterio de la mayoría. “Análogo” pero no 
idéntico, porque que la incompetencia sea sensible a las diferencias sociales no quiere 
decir que venga constituida, como la costumbre, por las creencias y prácticas sociales. 
 
 Habría una noción de incompetencia que sería objetivable pero por su propia 
naturaleza también mínima. Me refiero a la noción de incompetencia que cabe construir 
sobre la teoría de las necesidades básicas: aquellos que no tienen la competencia mínima 
exigible para satisfacer sus necesidades más básicas podrían ser considerados 
universalmente incompetentes. Sin embargo, no creo que haya existido jamás una 
sociedad en la que la mayoría haya sido incompetente en este sentido. Téngase en cuenta 
que me refiero a lo que en la parte crítica a Ernesto Garzón denominé “incompetencia 
básica absoluta”, es decir, aquella que reside en el propio individuo y no depende de la 
falta de opciones externas para satisfacer las propias necesidades (no a la incompetencia 
de quienes no “comen” porque no tienen comida, sino a la de quienes no “comen” aun 
teniendo comida). 
 
 El único caso en el que el paternalismo fuerte podría estar justificado es el que 
John Stuart Mill denominaba “despotismo benevolente” con los “bárbaros”. Pero no 
porque haya pueblos “bárbaros”, sino porque el contacto entre sociedades de diferente 
nivel de desarrollo puede “barbarizar” a los pueblos menos desarrollados. Es absurdo 
pensar que una comunidad indígena amazónica aislada está constituida mayoritariamente 
por individuos incompetentes, porque la propia subsistencia de la comunidad muestra que 
no es así. No obstante, si la pequeña comunidad indígena entra en contacto con una 
sociedad industrial, la modificación radical de sus circunstancias sociales puede convertir 
a todos, o a la mayoría, en incompetentes. De ahí que la benevolencia puede aconsejar 




3.3. Las condiciones de justificación del paternalismo débil 
 
 El paternalismo débil, como doctrina, enunciaría un principio moral secundario de 
acuerdo con el cual está justificado que un individuo A ejerza poder sobre un individuo B 
para evitar que B lleve a cabo acciones u omisiones que le dañan o le suponen un 
incremento de riesgo de daños (siendo estos daños de tipo físico, psíquico o económico), 
siempre y cuando B sea incompetente (sobre una razonable concepción de la 
incompetencia).  
 
 Este sencillo principio plantea un problema moral no en el sentido de que 
contradiga algún principio de igual o superior rango, sino en el sentido de que es  
controvertido determinar el ámbito de aplicación del mismo. Podría decirse que la 
justificación del principio paternalista en sí no es problemática, pero sí lo es la 
justificación de los casos concretos de interferencia paternalista. De ahí que muchos 
autores hayan coincidido en que no cabe una condena general del paternalismo y que 
haya que plantearse la cuestión caso por caso. 
 
 Lo anterior no quiere decir que el principio de autonomía no juegue ningún papel 
en la discusión sobre la justificación del paternalismo. Ciertamente, el principio de 
autonomía no juega en contra del paternalismo de la manera en que lo han planteado 
algunos pensadores liberales anti-paternalistas. Si el principio de autonomía supusiera un 
obstáculo para el paternalismo de esta manera, supondría un obstáculo para todo el 
paternalismo, incluido el paternalismo con los niños, e, incluso, como señalaba Ernesto 
Garzón, el respeto por la autonomía vedaría también las interferencias justificadas en el 
principio de daño a terceros. 
 
 A mi juicio, las condiciones de una interferencia paternalista justificada se podrían 
enunciar de la siguiente manera: 
 
 A ejerce paternalismo sobre B por medio de X, de forma justificada si y sólo si: 
 
1) X es una medida idónea y necesaria, en el sentido de que evita que B se dañe 
a sí mismo o incremente el riesgo de daños (siendo estos  daños de tipo físico, 
psíquico o económico) y no hay una forma alternativa no paternalista y de 
costes razonables para evitar esos daños, y 
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2) la tendencia a la producción de esos daños o el incremento de riesgo de daños  
tiene su fuente en un estado de incompetencia básica del sujeto B, y 
3) se puede presumir racionalmente que B prestaría su consentimiento tanto a la 
posibilidad general de ser tratado paternalistamente por A en ciertas  
ocasiones como al contenido concreto de X, si no estuviera en una situación 
de incompetencia básica. 
 
Estas condiciones reflejan la preeminencia del principio de autonomía y el 
carácter secundario del principio paternalista70. El tipo de problema moral que plantea el 
paternalismo surgiría de la incertidumbre sobre si esas condiciones pueden ser satisfechas  
en un caso concreto y, en términos generales, de las dudas sobre su alcance. El principio 
de autonomía podría verse como un principio que a partir de una formulación muy 
general “deben respetarse las decisiones privadas de los individuos” guía todo el proceso 
de justificación de una interferencia paternalista concreta, por medio de reglas como las  
siguientes: 
 
 R1- Si vas a actuar paternalistamente, debes estar en condiciones de probar la 
incompetencia del afectado. 
 R2- Si pretendes probar la incompetencia de alguien, debes partir de una 
razonable concepción de la incompetencia (aquella que deja a la mayoría del lado de los  
competentes usando un criterio relevante). 
 R3- Si has probado la incompetencia (sobre una concepción razonable), debes  
probar que los daños que probablemente se evitarán superan a los causados con la 
intervención. 
 R4- Si has satisfecho las reglas 1,2 y 3, debes probar que tu intervención es  
necesaria y que no hay un medio alternativo que no suponga enfrentar las preferencias  
auto-referentes del sujeto afectado. 
 
 
 Uno de los elementos claves de la justificación del paternalismo es el del contexto 
en el que se lleva a cabo la interferencia paternalista. La distinción propuesta por Jack D. 
Douglas entre paternalismo cooperativo y conflictivo71 me parece interesante entenderla 
                                                 
70 Una caracterización de los principios de la bioética como un conjunto de principios primarios y 
secundarios (en la que el paternalismo es un principio secundario al principio de autonomía) puede verse en 
Atienza, Manuel: “Juridificar la bioética”, en Rodolfo Vázquez (comp.): Bioética y derecho, Ed. FCE-Itam, 
México, 1999. 
 
71 Recordemos que este autor define el “ paternalismo cooperativo” como “ cualquier forma de pat ernalismo 
(hacer el bien a otros en nombre de lo que “ es bueno para ellos”) en l a que aquellos que actúan 
paternalistamente están actuando sinceramente para ayudar a l a otra persona a devenir más  
independientemente competente a largo plazo, y la otra persona cree sinceramente que éste es el caso”; y el 
“paternalismo conflictivo” como aquél que “ no está orientado a la competencia independiente e igualdad a 
largo plazo del miembro subordinado de la relación”. Véase: Douglas, Jack D.: “Cooperative Paternalism 
versus Conflictual Paternalism”, en Sartorius, Rolf (ed): Paternalism, cit., 1987, pp. 171-200. 
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como  paternalismo en contextos (potencialmente) cooperativos y paternalismo en 
contextos (potencialmente) conflictivos. La familia sería el modelo del paternalismo 
cooperativo y el Estado el del paternalismo conflictivo. Habría dos diferencias relevantes 
entre estos contextos: la primera es sobre el mayor o  menor grado de posibilidad de que 
el paternalismo sea genuino paternalismo (es decir, genuinamente benevolente) y la 
segunda sobre el mayor o menor grado de posibilidad de conocimiento de los intereses  
del sujeto tratado paternalistamente. 
 
 El paternalismo en el ámbito de la familia se caracterizaría por una alta 
probabilidad de que el agente A actúe movido exclusivamente por el bien de B y también 
por una alta probabilidad de que los intereses (subjetivos) de B sean conocidos por A. Por 
el contrario, en el ámbito estatal la probabilidad de que el Estado actúe movido 
exclusivamente por el bien del sujeto B puede ser muy baja y también se puede dudar de 
las posibilidades de este agente de conocer los intereses (subjetivos) de B. Estas 
observaciones generales fundamentan la postura que sostiene que el cuidado y educación 
de los menores debe estar en manos de sus progenitores y el Estado debe, tan sólo, 
supervisar y vigilar, de forma muy general, el cumplimiento de estos deberes. 
 
 A continuación, examinaré cada una de las condiciones de justificación 
propuestas y las pondré en relación con la distinción entre paternalismo en contextos 
cooperativos y en contextos conflictivos. 
 
3.3.1. La idoneidad y la necesidad de la medida paternalista 
 
 El juicio de idoneidad de una medida parternalista x se compone de dos partes: 
primero, la determinación de que algo es un daño para el sujeto B y, segundo, la 
determinación de que x es un medio adecuado para evitar ese daño. 
 
 En contextos cooperativos de paternalismo es donde más fácil parece fundamentar 
la primera parte del juicio de idoneidad. La cercanía entre los sujetos de la relación 
paternalista favorece que el agente A esté en condiciones de determinar con mayor 
fiabilidad qué constituye un daño para B. La determinación de que cierta conducta de B 
constituye un daño o el incremento de riesgo de daño para B no es un juicio 
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particularmente difícil, en el sentido de que esa conducta daña algún interés de B. El 
problema reside en determinar si esa conducta daña a B y, además, ese daño no es 
compensado por la mayor protección o promoción de otro interés del individuo. Una 
persona puede, por ejemplo, preferir el dolor a una prolongación del tratamiento 
hospitalario. Si A trata de evitar el dolor a costa de alargar su hospitalización, podría 
decirse que, ciertamente, A ha evitado un daño B, pero no que le ha evitado un daño 
como resultado final (es decir, tomando en cuenta cómo son afectados otros intereses de 
B). Al contrario, un padre puede obligar a su hijo a continuar la marcha por el bosque, a 
pesar de que éste siente dolor en las piernas, porque el padre cree que si la noche les  
alcanza el hijo se sentirá aterrorizado. El padre le evita un daño al hijo como resultado 
final, pero no le evita un daño al interés particular de no sentir dolor en las piernas. 
 
 Conforme modificamos la situación hacia contextos conflictivos de paternalismo 
la primera parte del juicio de idoneidad deviene más complicada. El trabajo de Allen 
Buchanan que se estudió anteriormente podría ser entendido como una denuncia de las  
limitaciones de la práctica moderna de la medicina para establecer cuándo los pacientes 
se dañan con sus propios actos72. En el caso del paternalismo estatal la fundamentación 
del juicio sobre lo que constituye un daño para la población requiere, en mi opinión, de 
una teoría sobre las necesidades básicas. 
 
 La segunda parte del juicio de idoneidad así como el juicio de necesidad (aquel 
que establece que no existe una medida alternativa que logre el mismo objetivo pero a un 
menor coste) son, igualmente, más sencillas en contextos cooperativos que en contextos 
conflictivos de paternalismo. No obstante, la forma personal en que se ejerce el 
paternalismo en contextos cooperativos (el padre en la familia, el médico en su unidad, 
etc.) puede derivar con frecuencia en un autoritarismo (aunque benevolente) que sería 
una desviación del paternalismo justificado basado en el incumplimiento de la condición 
de necesidad de la medida. En contextos conflictivos y, en particular, en relación con el 
paternalismo estatal la corrección de la segunda parte de los juicios de idoneidad y de los  
juicios de necesidad depende de su conformidad con las teorías sobre la legislación y las 
políticas públicas. Algunas de las políticas orientadas a evitar los daños derivados del 
consumo de drogas, por ejemplo, están hace tiempo en discusión por las dudas que 
                                                 
72 Véase el apart ado 4 del capítulo V de esta tesis. 
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suscitan al respecto de su idoneidad y necesidad; en particular, los castigos  penales no 
parecen ni idóneos ni necesarios para el paternalismo. 
 
 En todo caso, me parece importante resaltar que el argumento de la inutilidad no 
es aplicable en abstracto contra las medidas paternalistas, aún cuando se trate de 
paternalismo estatal. De acuerdo con este argumento, el paternalismo estatal sería 
rechazable en general porque necesariamente es contraproducente, es decir, tal y como 
sostiene John S. Mill, porque el individuo siempre sale perdiendo con la interferencia 
paternalista. A mi juicio, sin embargo, en la medida en que la interferencia paternalista se 
limite a la protección de los intereses más básicos de los individuos, sobre el presupuesto 
de que si estos intereses están amenazados es porque los individuos se hallan en una 
posición de incompetencia básica, no hay razón para sostener el argumento de la 
inutilidad contra el paternalismo jurídico en general. Por otro lado, como ha señalado 
Cass R. Sunstein, si la interferencia produce un cambio en las preferencias de los  
individuos no cabría aplicar este argumento de la inutilidad: por ejemplo, la imposición 
del cinturón de seguridad termina creando el hábito de ponerse el cinturón y disolviendo, 
por tanto, la oposición inicial73. La mayoría de las medidas paternalistas suelen pretender 
(y producir) este efecto de modificación de las preferencias mismas.  
 
 Sin embargo, el argumento de la inutilidad es de aplicación directa contra el 
perfeccionismo estatal. Con respecto a cuestiones morales, creencias religiosas o, en 
general,  los aspectos más importantes del plan de vida del individuo habría un vínculo 
constitutivo entre convicción y valor. Éste sería el argumento principal de, por ejemplo, 
John Locke contra la imposición de las creencias religiosas (las creencias tienen valor si 
son asumidas por el individuo, si son impuestas ya no tienen valor)74 y, en nuestro 
tiempo, de Ronald Dworkin, quien distingue entre un paternalismo crítico coercitivo y un 
paternalismo volitivo75. Según este último autor, el paternalismo crítico coercitivo se 
caracterizaría porque el Estado intenta “mejorar la vida de los ciudadanos obligándoles a 
                                                 
73 Véase: Sunstein, Cass R.: “ Legal Interference with Private Preferences”, cit., pp. 1136-1138; y De 
Páramo Argüelles, Juan Ramón: Tolerancia y liberalismo, cit., p. 38. 
 
74 Véase: Locke, John: Carta sobre la tolerancia, ed. Tecnos, Madrid, 1985; y De Páramo Argüelles, Juan 
Ramón: Tolerancia y liberalismo, cit., pp. 31-35. 
 





actuar de maneras que ellos piensan que empeoran su vida”76, a lo que añade que “una 
buena parte del paternalismo estatal no es de carácter crítico, sino volitivo: el Estado 
obliga a la gente a usar los cinturones de seguridad para evitarles un daño que supone que 
ellos mismos ya desean evitar”77, de ahí que este último paternalismo iría sólo contra la 
voluntad de los ciudadanos, mientras que el primero iría además contra su convicción.   
 
El “paternalismo crítico coercitivo” no sería “paternalismo” de acuerdo con mi 
definición, se trataría de  perfeccionismo jurídico, y contra él se puede esgrimir el 
argumento de la inutilidad de la siguiente manera: alguien puede pensar que, por ejemplo, 
la devoción religiosa es importante, “pero no puede pensar que la observancia religiosa 
involuntaria, orar a la sombra del potro de tortura, tiene valor ético alguno”78. 
 
3.3.2. La incompetencia básica del sujeto tratado paternalistamente 
 
 El aspecto más problemático de la justificación del paternalismo lo constituye, sin 
duda, la idea de incompetencia. El estudio de los autores que se han tratado en esta tesis 
creo que permite alcanzar algunas conclusiones sobre este problema. 
 
 En primer lugar, me parece útil seguir la propuesta de Ernesto Garzón y partir, por 
lo que respecta al paternalismo, de una concepción general de la incompetencia, de 
manera que ésta no se entienda como una circunstancia más que afecta a la voluntariedad 
de una decisión (la incapacidad en sentido estricto)79, sino que sería el concepto más 
general que da cuenta de una forma unitaria de todos los demás factores que pueden 
reducir la voluntariedad de un acto. 
 
 En segundo lugar, me parece importante distinguir, tal y como hacen Tom L. 
Beauchamp y James F. Childress, entre la función que cumple la noción de competencia, 
su definición, los estándares de competencia y las pruebas para establecer la 
                                                 




78 Dworkin, Ronald: Ética privada e igualitarismo político, cit., p. 144. 
 
79 Esta incapacidad en sentido estricto hace referencia al estado de un individuo cuyas facultades est án 
dañadas o no desarrolladas, de forma temporal o permanente. 
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competencia. La función de los juicios de competencia es distinguir entre las personas 
cuyas decisiones auto-referentes deben ser respetadas (competentes) y las personas cuyas 
decisiones pueden no ser respetadas (incompetentes). Con respecto a la definición de 
competencia, todos los autores coinciden en que la competencia consiste en “la capacidad 
para desempeñar una determinada tarea” y Joel Feinberg80, Ernesto Garzón81, Bernard 
Gert y Charles M. Culver coincidirían en que se trata más específicamente en “la 
capacidad para tomar una decisión racional”82. 
 
 La competencia relevante a los efectos de la justificación del paternalismo no es la 
noción de competencia de grado que vimos más arriba, sino la competencia de todo o 
nada. Para que la determinación del grupo de los incompetentes no caiga en el 
paternalismo duro, según mi caracterización, es necesario aceptar la propuesta de Ernesto 
Garzón y Daniel Wikler83 de partir de un concepto de “competencia básica”, es decir,  
serían competentes todos aquellos que tienen la capacidad mínima necesaria para afrontar 
las tareas y desafíos que plantea la consecución del bienestar individual. Otra forma de 
decir lo mismo es indicando que un estándar adecuado de la competencia debe dejar a la 
mayoría de los adultos del lado de la competencia, pues en otro caso se caería en el 
paternalismo duro, tal y como se describió más arriba. 
 
 Creo que tienen razón Allen Buchanan y Dan Brock cuando defienden que “el 
nivel de competencia que es exigible para tomar una decisión en particular debe ajustarse 
a las consecuencias de actuar conforme a esa decisión”84. Esta estrategia de la escala 
móvil en el nivel de competencia mínima exigible se apoyaría en la idea de que las  
decisiones que conllevan graves consecuencias son más complejas (me inclino a pensar 
                                                                                                                                                 
 
80 Feinberg, Joel: Harm to Self, cit., p. 28. Véase el apartado 11.1. del capítulo III de esta tesis. 
 
81 Garzón Valdés, Ernesto: “¿Es éticamente justificable el paternalismo jurídico?”, en Doxa, cit., p. 165. 
Véase el apartado 2.3.2. del capítulo IV de esta tesis. 
 
82 Gert, Bernard, Charles M. Culver y K. Danner Clouser: Bioethics. A Return to Fundamentals, cit., p. 137. 
Véase el apartado 3.2.2. del capítulo V de esta tesis. 
 
83 Véase: Wikler, Daniel: “Paternalism and the Mildly Retarded”, en Sartorius, Rolf: Paternalism, cit. 
 
84 Brock, Dan y Allen Buchanan: Deciding for Others, cit., p. 52. Junto a este trabajo, hay otra elaboración 
muy destacada de la “ escala móvil” que se debe a James F. Drane, véase: Drane, James F.: “Competence to 
Give an Informed Consent. A Model for Making Clinical Assessments”, en Journal of the American 
Medical Association, 252 (1984), pp. 925-927; y Drane, James F.: The Many Faces of Competency, en 
Hastings Center Report, 1985, pp. 17-21. 
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que es así) y en que, como sostiene Joel Feinberg, el sentido común aconsejaría manejar 
este estándar móvil. Las reglas prácticas que este último autor nos propone para 
determinar el estándar de voluntariedad aplicable, se podrían adaptar a la concepción 
general de la incompetencia de la siguiente manera: 
 
1) Cuanto mayor sea el riesgo de una conducta, tanto mayor debe ser el grado de 
competencia requerido para permitir la conducta. 
2) Cuanto más irremediable sea el daño arriesgado, tanto mayor debe ser el grado 
de competencia requerido para permitir la conducta85. 
3) El estándar de voluntariedad debe adaptarse de otras maneras a las diversas 
circunstancias especiales 86. 
 
De acuerdo con estas reglas, el estándar de competencia exigible para, por 
ejemplo, rechazar un tratamiento cuando este rechazo puede suponer la muerte debe ser 
más alto que el estándar de competencia exigible para un rechazo cuyas consecuencias  
son menos graves. La competencia mínima exigible para rechazar un tratamiento vital 
sería mayor que para rechazar un tratamiento no vital. A su vez, creo que estas mismas  
reglas podrían manejarse con respecto a la prueba de la competencia y, por tanto, la 
prueba de la competencia en una decisión de vida o muerte debe ser más exigente que en 
una decisión de menor gravedad. 
 
 Un tópico importante en torno al manejo de la noción de competencia dice que la 
incompetencia de un sujeto debe poder determinarse con independencia del contenido de 
su decisión. Todos los autores coinciden en que decir que la decisión x de B no debe ser 
respetada porque B es incompetente, cuando la única razón para juz gar a B incompetente 
es que ha tomado la decisión x, es una forma de “hacer trampas” con la noción de 
incompetencia. De ahí que se exija que la competencia se determine por medio de un test 
independiente que evalúe las capacidades de los individuos para tomar ciertas decisiones. 
Si bien lo anterior es correcto, me parece que también lo sería afirmar que la competencia 
                                                                                                                                                 
 
85 Recordemos que Gerald Dworkin considera como uno de los factores relevantes para la justi ficación del 
paternalismo que se trat e de evitar “ decisiones que suponen cambios irreversibles”, en Dwokin, Gerald:  
“Paternalism”, en Sartorius, Rolf: Paternalism, cit., p. 31. 
 




o incompetencia de B para decidir x depende de si x es racional, siempre que se entienda 
(correctamente) que decir que “x es una decisión racional para B” supone hacer un juicio 
que pone en relación el contenido de la decisión x con las creencias, preferencias y los 
procesos de formación de creencias y preferencias del propio B. 
 
 De acuerdo con la teoría estricta de la racionalidad, la racionalidad de un acto 
depende de las propias creencias y deseos del agente87. El requisito fundamental de 
racionalidad sería la consistencia  de las creencias y de los deseos. Para determinar si una 
acción x de B es irracional en este sentido estricto, debemos conocer las creencias y 
deseos relevantes de B para la acción x y juzgar si son inconsistentes. Una vez que hemos 
determinado que x es irracional para B en este sentido estricto, es plausible sostener que 
hemos determinado, a la vez, que B es incompetente. 
 
 De acuerdo con una teoría amplia de la racionalidad, un sujeto que actúa 
consistentemente de acuerdo con sus creencias y deseos consistentes puede actuar todavía 
irracionalmente. Aquí se trata de ver la racionalidad sustantiva de los deseos y las 
creencias y no, únicamente, su consistencia interna. Jon Elster propone que “valoremos la 
racionalidad amplia de las creencias y los deseos observando el modo en que están 
conformados”88. Los deseos y las creencias irracionales, en este sentido, son aquellos que 
tienen algún “tipo erróneo de historia causal”89. En positivo, la “competencia” necesaria 
para formar creencias racionales sería el “buen juicio”, es decir, “la capacidad de 
sintetizar información vasta y difusa que más o menos claramente trata acerca del 
problema que nos ocupa, de tal modo que no haya un conjunto de elementos al que se le 
dé una importancia indebida”90; mientras que la “competencia” necesaria para formar 
preferencias racionales sería la “autonomía”. Jon Elster no encuentra una forma 
satisfactoria de definir la autonomía en positivo por lo que propone entenderla “como un 
mero residuo, como aquello que queda una vez hemos eliminado los deseos que han sido 
                                                 
87 Sobre la concepción estricta y amplia de l a racionalidad sigo a Elster, Jon: Uvas amargas. Sobre la 
subversión de la racionalidad, cit. Véase, igualmente: Davidson, Donald: Essays on actions and events, ed. 
Oxford University Press, 1980. 
 








modelados por algunos de los mecanismos de la breve lista de preferencias  
irracionales”91, a lo que añade, “de modo similar, la cualidad del juicio para las creencias  
debe ser entendida como la ausencia de distorsiones e ilusiones”92. 
 
 Al igual que ocurre con el concepto de “decisión estrictamente irracional”, cuando 
se trata de una “decisión sustancialmente irracional” no basta únicamente con conocer el 
sentido de la decisión (por ejemplo, suicidarse o no), sino que hay que indagar el origen 
de la misma, a la búsqueda de elementos distorsionadores del buen juicio o de la 
autonomía. Por esto, a la vez que podemos decir que el juicio de incompetencia sobre el 
sujeto B en relación con la decisión x depende de la racionalidad, formal o sustancial,  de 
x, podemos decir que el juicio de incompetencia no depende únicamente del contenido de 
la decisión x. 
 
 Un presupuesto importante de las anteriores consideraciones es que, como 
sostiene Jon Elster, “entre la teoría estricta de lo racional y la teoría completa de lo 
verdadero y de lo bueno hay suficiente espacio y necesidad para una teoría amplia de la 
racionalidad”93. Esto es importante porque nos permite entender la pretensión del 
paternalista de diferenciarse del perfeccionista, cuya preocupación no sería la 
racionalidad de las acciones, en los sentidos explicados, sino la corrección moral de las  
mismas 94.  
 
A partir de esta caracterización general de la noción de competencia básica, lo 
más importante es determinar qué tipos de factores pueden interferir con la misma. Una 
                                                 
91 Elster, Jon: Uvas amargas. Sobre la subversión de la racionalidad, cit., p. 41. Un resumen de la 
concepción de l a autonomía de Jon Elster puesta en relación con los presupuestos del liberalismo político 




93 Elster, Jon: Uvas amargas. Sobre la subversión de la racionalidad, cit., p. 29. 
 
94 De estas consideraciones se desprende que la condición de la incompetenci a para la justifi cación del 
paternalismo es equivalent e a la condición de la irracionalidad, estricta o amplia, del acto de auto-daño por 
parte del sujeto B. Quien se daña irracionalmente (en los sentidos indicados) mostraría incompetencia. A 
pesar de esta equival encia, en relación con algunos casos (como, por ejemplo, el de las personas que no se 
ponen el cinturón de seguridad) quizás sería más acorde con el uso ordinario del término “ incompetencia” 
hablar de irracionalidad del acto y no de incompetencia de l a persona. No obstante, la ventaja de poner el  
acento en la noción de incompetencia es que refuerza la idea de que el problema no es sólo el contenido de 
la decisión de B (un acto de auto-daño), sino el contenido de est a decisión en rel ación con l as creencias y  




primera clasificación de estos factores resultaría de aplicar una doble distinción: (1)  
factores de incompetencia que afectan a aspectos cognitivos o volitivos, y (2) factores de 
incompetencia que son consecuencia de elementos externos o internos 95. Al entrecruzar 
estas dos distinción obtendríamos la siguiente tabla: 
 
Tipos de incompetencia (I) 
 Origen interno Origen externo 
Aspectos cognitivos I III 
Aspectos volitivos II IV 
 
 
 Conviene advertir que en el sentido estricto de incompetencia (o incapacidad), 
ésta se refiere únicamente a I y II, es decir, a aquello que puede considerarse un estado o 
condición del sujeto (permanente o transitoria) que afecta a la capacidad de un individuo 
para tomar decisiones racionales, en ausencia de una causa externa que esté produciendo 
esos mismos efectos. De acuerdo con la distinción que se propuso en el análisis crítico de 
la obra de Ernesto Garzón, las incompetencias  tipo I y II serían incompetencias (básicas) 
absolutas, mientras que las incompetencias tipo III y IV serían incompetencias (básicas) 
relativas. En estas últimas, la desaparición de la causa externa que interfiere con los  
aspectos cognitivos o volitivos supone que el individuo recobra la competencia.  
 
 Cada uno de estos tipos de incompetencia puede dar lugar a un tratado 
independiente. Aquí quisiera tan sólo hacer algunos comentarios complementarios del 
estudio realizado en los capítulos anteriores.  
 
A) Incompetencias tipo I 
 
 En primer lugar, me parece importante recordar lo que se dijo anteriormente en el 
sentido de que las consecuencias dañosas de una acción intencional pueden considerarse 
como “auto-infligidas”, aunque el agente no tuviera la intención de provocar esas 
consecuencias. Éste es un punto importante, porque el factor de la ignorancia puede jugar 
tanto en la descripción de las acciones como en la determinación de su voluntariedad: una 
                                                 
95 Elster, Jon: Uvas amargas. Sobre la subversión de la racionalidad, cit., p. 29 . 
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acción de auto-daño “involuntaria” en el sentido de afectada por la presencia del factor de 
la ignorancia o del error puede ser considerada, sin embargo, “voluntaria” en el sentido 
de que  el daño es una consecuencia de una acción intencional.  
 
 La ignorancia y el error están siempre presentes en la actividad humana. Por esto 
es necesario hablar siempre, a los efectos de la justificación del paternalismo, de 
ignorancia o error relevante. Podría decirse que la ignorancia y el error son relevantes en 
un acto de auto-daño cuando el agente hubiera actuado de otra manera si sus creencias no 
hubieran estado afectadas por el error o la ignorancia.  
 
 Este tipo I de incompetencia se caracterizaría porque afecta a los aspectos 
cognitivos del proceso de adopción de decisiones racionales y se manifestaría siempre 
por la presencia de 
 
  a) Ignorancia relevante, cuando ésta no se debe al ocultamiento de 
información por otro: por ejemplo, la ignorancia de los efectos de las drogas, y/o 
  b) Creencias erróneas relevantes, cuando éstas no se deben al engaño de 
otro: por ejemplo, la creencia en que hay una probabilidad más alta de la real de ganar en 
la lotería (entre estas creencias erróneas merece la pena destacar a las creencias  
inconsistentes del individuo: por ejemplo, mantener  simultáneamente la creencia de que 
“llevar un amuleto no me traerá suerte” y de que “los amuletos traen suerte a aquellos que 
no creen que les traerá suerte”). 
 
 Ante la presencia de estos factores de incompetencia, el anti-paternalista suele 
indicar que lo único que se requiere para retornar a los sujetos a la competencia es 
proporcionarles la información necesaria. Sin embargo, el paternalista replicará que, en 
primer lugar, esto no siempre es así y, en segundo lugar, que podría concebirse todo un 
conjunto de medidas paternalistas orientadas a asegurarse de que los individuos tengan la 
información relevante. Una de estas medidas sería, a mi juicio, la campaña de 
información sobre los efectos del consumo de tabaco consistente en incluir en los  
paquetes de tabaco avisos sobre estos efectos. La medida va más allá de la facilitación de 
información adecuada sobre el tabaco, consiste más bien en confrontar al fumador con las  




consecuencias de su hábito, porque casi irremediablemente al coger sus cigarrillos verá 
los avisos (salvo que, como hacen algunos fumadores, tapen estos avisos metiendo el 
paquete de tabaco en una tabaquera). Este caso muestra dos aspectos: primero, que hay 
medidas paternalistas que consisten en imponer la información (esta sería, por cierto, una 
parte de la doctrina del consentimiento informado en bioética cuando los pacientes 
prefieren no saber) y, segundo, que los individuos pueden no utilizar la información de 
que disponen.  
 
 Entre las causas más frecuentes de este tipo de incompetencia I se pueden señalar: 
 I.a) Enfermedades mentales: tales como los trastornos psicóticos 
(esquizofrenia, demencia, formas extremas de depresión) que provocan una pérdida de 
contacto con la realidad; trastornos neuróticos como la paranoia, que se caracteriza por 
sostener creencias falsas de forma resistente a toda crítica; el retraso mental; la anorexia 
nerviosa, que se caracteriza por la dismorfofobia (imagen distorsionada del propio 
cuerpo); y, en general, cualquier trastorno mental que dificulte las tareas de comprender, 
apreciar o procesar información. 
 I.b) Deficiencias graves de educación en adultos96. 
 I.c) Inmadurez. 
 I.d) Estados de intoxicación por sustancias psicoactivas. 
 I.e) Creencias que resultan de una racionalización de la esperanza: por 
ejemplo, la mujer maltratada que cree que su compañero maltratador va a dejar de 
maltratarla en el futuro (la mujer termina creyendo lo que quiere creer). 
   I.f) Errores inferenciales: por ejemplo, el que cree que después de haber 
sobrevivido a un grave accidente de tráfico las probabilidades de que le “toque” de nuevo 
son mucho menores que antes del accidente (es la idea que expresa la frase “yo ya he 
tenido mi parte de mala suerte”). 
 
B) Incompetencias tipo II 
  
 Este tipo II de incompetencia se caracterizaría porque afecta a los aspectos 
volitivos del proceso de adopción de decisiones racionales y se manifestaría siempre por 
                                                 
96 Téngase en cuenta que estas consideraciones se limitan a la competenci a básica, lo cual supone que 
carecen de ella aquellas personas que no tienen aquellos conocimientos que son normales en la mayoría y  
que permiten satisfacer las necesidades básicas y enfrentarse a los problemas más cotidianos de la vida. 
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la presencia de preferencias irracionales (ya sean “irracionales” según una concepción 
estricta de la racionalidad o de acuerdo con una concepción amplia de la racionalidad). 
 
 Entre las causas más frecuentes de este tipo II de incompetencia se pueden señalar 
las siguientes: 
 
  II.a) Preferencias inconsistentes: por ejemplo, el fenómeno de la debilidad 
de la voluntad. 
  II.b) Enfermedades mentales: en particular, los trastornos neuróticos como 
las fobias, el comportamiento obsesivo-compulsivo, la hipocondria, etc. 
  II.c) Inmadurez 
  II.d) Estados de intoxicación por sustancias psicoactivas. 
  II.e) Adicciones 
  II.f) Formación de preferencias adaptativas: un proceso causal que ocurre 
de manera no consciente por el que el individuo ajusta sus voliciones a sus posibilidades  
(por ejemplo, la mujer que prefiere ser “ama de casa” a otras opciones laborales cuando 
la sociedad no permite el ingreso de la mujer en el mercado de trabajo)97. 
  II.g) Cambio de preferencias por estructuración : un proceso que, nos 
aclara Jon Elster, “ocurre cuando cambia el relativo atractivo de las opciones cuando la 
situación de elección es reestructurada de tal modo que racionalmente no se vean 
diferencias entre ellas” (por ejemplo, quien compra un producto cuando por hacerlo le 
regalan otro, pero no compraría ambos productos por separado aun cuando la suma del 
precio de los dos fuera igual al precio del primer producto con regalo)98. 
  
C) Incompetencias tipo III 
 
 Este tipo de incompetencia se manifiesta de la misma manera que la 
incompetencia tipo I, pero la causa de la incompetencia es externa al individuo. Las  
causas de este tipo III de incompetencia son: III.a) el ocultamiento de información, y 
III.b) el engaño. 
   
                                                 
97 Véase: Elster, Jon: Uvas amargas. Sobre la subversión de la racionalidad, cit., pp. 159 y ss. 
 
98 Elster, Jon: Uvas amargas. Sobre la subversión de la racionalidad, cit., p. 42. 
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D) Incompetencias tipo IV 
 
 Este tipo de incompetencia se manifiesta de la misma manera que la 
incompetencia tipo II, pero la causa de la incompetencia es externa al individuo. Las  
causas de este tipo IV de incompetencia son: IV.a) las amenazas, y IV.b) las ofertas 
coactivas (cuando el ofertante ha creado las condiciones coactivas)99. 
 
3.3.3. El consentimiento hipotético racional a la medida 
 
 En las consideraciones críticas a la doctrina de Ernesto Garzón, se fundamentó la 
tesis de que es necesario para que una interferencia paternalista esté justificada que pueda 
presumirse racionalmente que el sujeto B consentiría a la medida si no estuviera en una 
situación de incompetencia básica. El ejemplo de la alimentación forzosa a los presos del 
GRAPO creo que apoya suficientemente el argumento. 
 
 En este apartado, quisiera centrarme en la otra parte de la tercera condición de 
justificación del paternalismo: que se pueda presumir racionalmente que B prestaría su 
consentimiento a la posibilidad general de ser tratado paternalistamente por A en ciertas  
ocasiones. Lo que me parece fundamental resaltar es que este juicio racional depende del 
contexto de la relación paternalista y, en particular, de quiénes sean los sujetos de la 
relación paternalista. Si no me equivoco, el principal argumento de muchos autores 
liberales contra el paternalismo consistiría en afirmar que aceptar casos de paternalismo 
justificado cuando el agente A es el Estado no es racional (éste sería el “argumento más 
fuerte”100 de John S. Mill contra el paternalismo).  Por otro lado, habría autores que, 
como John Rawls, han sostenido que aceptar casos de paternalismo estatal sí sería 
racional o que, como Ernesto Garzón, han sostenido, incluso, que sería irracional no 
aceptarlos. 
 
 Convendría precisar, en primer lugar, que el problema se plantea principalmente 
con el paternalismo estatal (jurídico o no) y  no tanto con el paternalismo jurídico no 
                                                                                                                                                 
 
99 Sobre las ofertas coactivas, véase el apart ado 11.8.2.1. del capítulo tercero de esta tesis. 
 
100 Véase: Mill, John S.: Sobre la libertad. cit., p. 164. 
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estatal. La razón de esta diferencia reside en la distinción apuntada anteriormente entre 
contextos cooperativos y conflictivos de paternalismo. Creo que todo el mundo estaría de 
acuerdo en que es racional admitir la posibilidad de casos de paternalismo justificado en 
contextos cooperativos y que esa posibilidad debe verse reflejada en las leyes, de manera 
que se permita jurídicamente lo que parece moralmente justificado.  
 
Qué constituya un contexto cooperativo depende de las circunstancias concretas. 
La familia, como se dijo, es el contexto cooperativo por excelencia, pero hay muchos 
casos en la realidad en que no es así. Confiar a la institución de la familia el cuidado y 
educación de los menores parece más razonable si se piensa que de esta manera se limita 
el paternalismo a contextos cooperativos (donde tiene más probabilidades de ser genuino 
y exitoso paternalismo) en detrimento de contextos más amplios y conflictivos. 
Igualmente, la práctica médica tradicional del médico de cabecera puede ser interpretada 
como un contexto de paternalismo cooperativo, en el cual el conocimiento íntimo del 
paciente por parte del médico capacitan a este último para (1) conocer qué evita daños  
realmente al paciente, (2) determinar con exactitud si el paciente es un incompetente 
básico y (3) juzgar si el paciente hubiera consentido a la intervención en el caso de no 
estar en una situación de incompetencia básica. La crisis de este modelo y el desarrollo de 
formas de relación médico-paciente cada vez más despersonalizadas acerca la práctica de 
la medicina a un contexto de paternalismo conflictivo. Finalmente, lo mismo puede 
decirse del paternalismo industrial (que podría definirse como aquel en el que el agente A 
es el empresario y el sujeto B son los trabajadores): conforme el ambiente de la empresa 
es menos familiar o gremial y más capitalista, el conflicto de intereses entre ambas partes 
se agudiza y el contexto para el paternalismo se torna conflictivo. 
 
 Pues bien, la pregunta que quisiera plantear es la siguiente: ¿Es racional aceptar la 
posibilidad de que un Estado democrático y constitucional ejerza el paternalismo, tal y 
como se ha definido, sobre los ciudadanos, cumplidas las otras condiciones de 
justificación? Asumiré que para responder a esta pregunta correctamente debe, en primer 
lugar, operarse con una regla maximin de decisión101, en segundo lugar, debe aceptarse el 
hecho de que todos los seres humanos son incompetentes en algún momento de su vida 
(algunos lo son siempre) y que en esos momentos de incompetencia pueden dañar 
                                                 
101 Una sencilla descripción de esta regl a puede encontrarse en: Rawls, John: Teoría de la justicia, cit., pp. 
150 y ss. 
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seriamente sus intereses y, en tercer lugar, debe entenderse que la pregunta se plantea en 
términos generales (no se pregunta por  lo que sería racional para algún individuo en 
concreto, sino por lo que sería racional aceptar por los ciudadanos). De acuerdo con esta 
regla, debemos  considerar, en primer lugar, la peor de las situaciones posibles y, en 
segundo lugar, juzgar preferible aquella opción que mejora esta situación. La adopción de 
la regla maximin se justifica por la desconfianza ante la posibilidad de que el Estado 
actúe como padre, dado el contexto de intereses en conflicto en el que se desenvuelve la 
acción estatal. Veamos, cómo operaría esta regla, en relación con algunos de los  
supuestos más importantes de paternalismo. 
 
Pensemos, en primer lugar, en la irrenunciabilidad de los derechos. Es racional 
que los ciudadanos quieran tener sus derechos garantizados jurídicamente, pero de ahí no 
se sigue sin más que sea racional, además, que esos derechos sean también irrenunciables  
para los mismos beneficiados por ellos. Para aplicar la regla maximin debemos juzgar 
cuál es la mejor de estas dos peores situaciones posibles: una, en la que  renunciamos a 
algunos de nuestros derechos porque somos coaccionados, engañados o, en general, nos  
hallamos en una situación de incompetencia básica y, otra, en la que no se nos permite 
renunciar a alguno de nuestros derechos cuando tenemos buenas razones para ello. Hay 
que tener en cuenta que por “renunciar a un derecho” me refiero a “renunciar a su 
titularidad” no a “no ejercer un derecho”: por ejemplo, renunciar al derecho a la vida 
supone dejar en manos de otro la decisión de si debo continuar viviendo o no, mientras 
que no ejercer el derecho a la vida supone decidir suicidarme o permitir a otro que me 
mate. A mi juicio, la decisión racional sería admitir la irrenunciabilidad a los derechos en 
tanto que se permita su no ejercicio.  
 
 Un paso adelante sería considerar si alguno de nuestros derechos  irrenunciables  
deberían ser, además, derechos de ejercicio obligatorio.  Se trataría de derechos cuyo 
beneficio para el titular debe ser impuesto. El ejemplo más común de este tipo de 
derechos (en el contexto de nuestro sistema jurídico) sería el derecho a la educación, 
pero, como ha señalado Liborio Hierro, habría otros tales como el derecho de defensa, el 
habeas corpus, la igualdad ante la ley, etc.102. Este tipo de derechos serían “derechos-
                                                 
102 Hierro, Liborio: “ Derechos humanos  o necesidades humanas. Problemas de un concepto”, en Sistema, 




obligación”, es decir,  “derechos” porque fundamentan una pretensión frente a otros 
(particularmente al Estado) de proporcionar los medios necesarios para su satisfacción y 
de no interferencia con su ejercicio y “obligación” porque el titular no puede elegir no 
ejercitarlo103.  
 
La fundamentación de estos derechos-obligación pasa por la teoría de las 
necesidades básicas. A lo largo de esta tesis, hemos tenido oportunidad de caracterizar 
suficientemente el concepto de “necesidad básica”; ahora quisiera destacar tan sólo dos  
propiedades de estas necesidades que me parecen relevantes para juzgar sobre la 
justificación del paternalismo estatal: primero, los bienes básicos o primarios tienen un 
carácter esencialmente instrumental y es plausible sostener que por sí solos no tienen 
valor alguno y, segundo, hay situaciones dramáticas en las que la satisfacción de una 
necesidad básica conlleva la insatisfacción de otra. Estas consideraciones menoscaban la 
posición de que cabe fundar una presunción general de que todo individuo que, con sus 
acciones y omisiones, frustra la satisfacción de sus necesidades básicas es un 
incompetente básico. El caso más claro a este respecto sería el de la configuración del 
derecho a la vida como un “derecho-obligación”. La prohibición penal de la práctica de la 
eutanasia se apoya, en ocasiones, en una concepción del derecho a la vida como un 
derecho-obligatorio. Sin embargo, los defensores de la prohibición desatienden 
sistemáticamente un aspecto relevante de la cuestión: la situación en la que queda la 
persona a la que se le niega la eutanasia. Ésta situación conlleva, por un lado, una 
insatisfacción de necesidades básicas, como la de “no sufrir graves padecimientos 
permanentes y difíciles de soportar”, y, por otro lado, resta valor instrumental a la vida 
cuando “conduce (en un plazo breve) necesariamente a la muerte”. En este contexto me 
parece implausible una presunción general de que los solicitantes de eutanasia son 
incompetentes. A esto hay que añadir que el desarrollo de las ciencias biomédicas ha 
multiplicado las ocasiones en las que estas situaciones se pueden dar. No obstante, se 
podría contra-argumentar diciendo que la regla maximin hace preferible asumir el riesgo 
de quedar entre la espada y la pared de la enfermedad y la prohibición, al riesgo de que se 
nos practique la eutanasia cuando no hemos consentido válidamente por hallarnos en una 
                                                 
103 Sobre el concepto de “ derechos” aplicable a estos casos, véase:  Feinberg, Joel: “ Voluntary Euthanasia 
and the Inalienable Right to Life”, en Philosophy & Public Affairs, 7(1978), nº 2 (trad. al castellano en 
Anuario de Derechos Humanos, 7(1990), pp. 61-88); Hierro, Liborio: “ Derechos humanos o necesidades  
humanas. Problemas de un concepto”, cit.; y MacCormick, Neil: “ Children’s rights: a test-case for theories  
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situación de incompetencia básica. Ahondando en este argumento, se podría añadir que 
los enfermos terminales se encuentran con frecuencia en una situación de incompetencia 
básica. Los abolicionistas replicarían, por su parte, que este riesgo puede ser atenuado por 
medio de procedimientos de control. A mi juicio, esta última es la posición más correcta. 
 
Pensemos, sin embargo, en el derecho-obligación de comparecer en juicio con la 
asistencia de un abogado. Eventualmente este derecho puede imponerse contra la 
voluntad de su titular y en su propio beneficio. Generalmente, cuando el que desea 
renunciar a su derecho tiene una formación jurídica acreditada se le permite hacer (él 
mismo es abogado o tiene los estudios de Derecho), de manera que el caso de 
interferencia paternalista se limitaría a aquellos que no desean ser representados y 
asesorados jurídicamente cuando no tienen los conocimientos jurídicos necesarios para 
defender sus propios intereses. Es fácil advertir que si el individuo desea ser castigado o 
que se oiga su propia voz, la obligación de contar con asistencia letrada no se lo impedirá. 
En realidad, este derecho lo único que obstaculiza es cumplir estos propósitos en 
ignorancia de las circunstancias legales. Aquí estaríamos, me parece, ante una 
paternalismo estatal ante el que individuos racionales consentirían. 
 
En general,  podría decirse que es racional consentir al paternalismo estatal que se 
orienta a impedir que los individuos persigan sus intereses en ignorancia de 
circunstancias relevantes e, igualmente, aquellos procedimientos de control orientados a 





Quisiera terminar con un comentario de dos casos que han estado presentes a lo 
largo de la tesis: los casos que Gerald Dwokin denominaba de seguridad (la obligación 
general de llevar casco en la moto o cinturón de seguridad en el coche) y la prohibición 
del consumo o tráfico de drogas por motivos paternalistas. Como se ha dicho, para 
determinar el alcance de las condiciones generales de justificación del paternalismo se ha 
                                                                                                                                                 
of right”, en MacCormick, Neil: Legal Rights and Social Democracy. Essays in Legal and Political 
Philosophy, ed. Clarendon Press, Oxford, 1982, pp. 154-166. 
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de considerar caso por caso. Se trata de una tarea de argumentación sobre casos que esta 
tesis deja abierta pero para la que espero sirva de guía. 
 
Con respecto al primer caso, es plausible sostener que muchos de los individuos  
que no se ponen un casco o un cinturón de seguridad podrían estar afectados por algún 
tipo de incompetencia de los mencionados más arriba. Errores inferenciales sobre el 
manejo de probabilidades, ignorancia sobre los riesgos implicados en esa conducta, 
sutiles formas de coacción externa que empujan a comportamientos uniformes (por 
ejemplo, el adolescente que no se pone el casco porque otros jóvenes no se ponen el 
casco), etc., estarían presentes en la explicación de una conducta que incrementa 
extraordinariamente el riesgo de daño para quienes la practican. Además, la aplicación de 
un estándar móvil de la incompetencia apoya la pretensión de considerar incompetentes a 
los conductores y motoristas imprudentes, puesto que los riesgos implicados en esa 
conducta suelen ser de muerte o grave discapacidad. Por todo ello, y en contra de la 
opinión de Joel Feinberg o Gerarld Dworkin, creo que cabría fundar una presunción 
general de que la conducta de no ponerse el cinturón o de llevar el casco en la moto tiene 
su origen en una situación de incompetencia básica. Ahora bien, tampoco cabe dudar de 
que, en algunos casos, motoristas y conductores competentes no se ponen el casco o el 
cinturón. 
 
La cuestión es, entonces, si sería racional aceptar este paternalismo orientado a 
atenuar las consecuencias de los accidentes de tráfico cuando en la mayoría de los casos 
la conducta imprudente tiene su origen en una situación de incompetencia básica y 
cuando la medida adoptada es una prohibición general que afecta igualmente a los pocos 
casos de comportamiento imprudente pero suficientemente voluntario. Creo que la 
mayoría estaría a favor de esta legislación y me parece interesante indagar sobre los  
fundamentos de ese juicio favorable. En primer lugar, me parece que implícitamente se 
acepta que la medida es una “interferencia trivial con la autonomía” (entendida ésta en el 
sentido muy amplio de derecho a la no interferencia en el ámbito de decisiones privadas), 
puesto que no ponerse el cinturón de seguridad o el casco en la moto no constituye un 
ingrediente significativo de ningún plan de vida y, en consecuencia, la imposición de esas  
conductas no frustran planes de vida y, si acaso, pueden constituir irrelevantes 
dificultades para ciertos planes de vida. En segundo lugar, junto a la trivialidad o levedad 
de la afectación a la autonomía (en el sentido amplio mencionado) se aprecia la 
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intensidad de la satisfacción del objetivo de salvaguardar aspectos básicos del bienestar 
humano. En tercer y último lugar, las sanciones que respaldan el cumplimiento de los 
mandatos jurídicos resultan aceptables por su naturaleza (administrativa y no penal) y 
limitada cuantía. 
 
Las anteriores consideraciones apuntan a que la ponderación tiene un papel en la 
justificación del paternalismo ejercido por medio de mandatos generales. En estos casos, 
la condición de la incompetencia básica se satisface mediante el establecimiento de una 
presunción general.  Se trata de juicios  débiles para apoyar en ellos una política 
paternalista y, por tanto, el principio de autonomía reaparece como un contrapeso a la 
persecución pública del bienestar individual. Ésta es la racionalidad que subyace a la 
fragmentación de los tradicionales estatus jurídicos de incompetencia: por ejemplo, la 
minoridad o la demencia. Volvamos al caso de los niños: la valoración de la “inmadurez” 
como una fuente de incompetencia, no zanja la cuestión del respeto por la autonomía de 
los menores. La autonomía no sólo operaría en relación con los niños como un objetivo 
de su educación (promover la autonomía), sino como una exigencia permanente de 
justificación de las interferencias paternalistas. 
 
En el supuesto de la punición del consumo y tráfico de drogas por motivos 
paternalistas encontramos, sin embargo, serias dificultades para aplicar los mismos 
argumentos que parecen valer para las medidas que imponen prudencia en la circulación 
vial; no obstante, las razones a favor de considerar que la preferencia por el consumo de 
drogas tiene su origen en una situación de incompetencia básica es más sólido, al menos  
en relación con algunas drogas. La mayoría de las legislaciones antidrogas, entre ellas la 
española, interfieren con la libertad de comprar drogas de los ciudadanos sancionando 
penalmente el tráfico y, en algunos casos, sancionando (penal o administrativamente) el 
consumo. En primer lugar, estas interferencias no me parecen en absoluto triviales con la 
autonomía individual: de un lado, tengo la sospecha de que la prohibición penal es 
generadora de la preferencia de muchas personas por no consumir drogas duras y, de otro 
lado, para aquellos que tienen esa preferencia la prohibición afecta, generalmente, a 
aspectos sustanciales de su propio plan de vida. En segundo lugar, la determinación de las  
consecuencias del consumo de drogas es mucho más compleja que la determinación de 
las consecuencias de no llevar casco en la moto. En tercer lugar, las sanciones empleadas  
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en la lucha contra las drogas son, generalmente, de tipo penal y de una considerable 
gravedad. 
 
Desde luego, habría que hacer muchas distinciones y precisiones sobre políticas  
antidroga para juzgar su legitimidad. Aquí quisiera centrarme en la cuestión concreta de 
si es racional para los ciudadanos aceptar políticas del Estado destinadas a prohibir la 
venta de sustancias psicotrópicas aceptado que un número relevante de consumidores son 
incompetentes básicos en relación con su consumo. A mi juicio, la respuesta correcta es 
que la racionalidad no descarta ninguna de las dos respuestas, positiva o negativa. Las  
drogas nos hacen perder el control por momentos y, en el caso de las drogas dura se trata 
de una pérdida que puede devenir permanente. Sin embargo, aceptar la prohibición 
supone, también, una pérdida de control en un aspecto de nuestras vidas que puede ser 
muy significativo. Quizás, la solución está, como propugnan muchos “abolicionistas”, en 
la distinción entre tipos de drogas según su “dureza”. Con respecto a algunos tipos de 
drogas particularmente duras  (¿la heroína?¿el crack?) puede ser racional preferir la 
prohibición, mientras que con respecto a drogas particularmente blandas (¿la 
marihuana?¿el alcohol?¿el tabaco?) puede ser racional optar por medios de control 
diferentes a la prohibición general. 
 
En todo caso, creo que siempre habría un límite en cuanto a la dureza de las  
drogas por encima del cual sería racional aceptar a una prohibición general de su venta. 
Si este límite se sitúa justo por encima de, por ejemplo, la heroína, la solución preferible, 
desde el punto de vista del paternalismo, en cuanto a la mayoría de las drogas consumidas  
en la actualidad, puede ser generar alguna forma de acceso legal y controlado a la droga 
para los adultos competentes, aunque la razón para su consumo sea puramente lúdica o 
recreativa. Para drogas blandas como la marihuana, la regulación puede limitarse a 
restringir su consumo a ciertos locales, imponiendo a los propietarios la obligación de no 
vender a menores ni tampoco a adultos que han consumido en exceso. Para otras drogas 
más duras, quizás la solución sea permitir la creación de clubs privados para el consumo 
que, si se me permite un esfuerzo de “imaginación jurídica”, deberían satisfacer los  
siguientes requisitos: desarrollar sus actividades en establecimientos cerrados al público, 
prohibir el acceso a menores, garantizar que los miembros tengan la información 
disponible y están en condiciones de válidamente consentir o decidir drogarse, suscribir 
seguros para los miembros del club que cubran los riesgos para la salud del consumo, no 
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admitir droga procedente del mercado ilegal, no admitir a individuos con antecedentes 
penales relacionados con el tráfico de drogas, no permitir una frecuencia en el consumo 
que desencadene necesariamente una adicción, mantener los precios de acuerdo con unas  




1) El comportamiento paternalista es, desde el punto de vista filosófico, un problema 
interesante por tres razones principales: En primer lugar, el paternalismo es una 
conducta muy extendida en cualquier ámbito de relaciones humanas en el que 
unos persigan promover o proteger el bienestar individual de los otros. En 
segundo, algunas de las prácticas paternalistas parecen claramente justificadas, 
pero ello obliga a precisar y ajustar nuestros esquemas generales de justificación. 
Y tercero, la delimitación conceptual del paternalismo se ha mostrado 
extraordinariamente difícil. 
 
2) La mejor estrategia para afrontar los problemas filosóficos sobre el paternalismo 
es tratar de construir una noción de paternalismo que sea neutral (en el sentido de 
que decir de un comportamiento que sea paternalista no sea equivalente a decir 
que es un comportamiento injustificado) y, a continuación, fijar unas condiciones  
de justificación del paternalismo. 
 
3) Las dificultades para dar con una definición de paternalismo que no sea ni 
demasiado amplia ni demasiado estrecha tienen un origen doble: por una parte, el 
paternalismo consiste siempre en un ejercicio de poder y el poder, como señalara 
Max Weber, es “amorfo”; y, por otra parte, las ideas de “beneficiar” y “evitar 
daños”, que suelen ser utilizadas para designar la finalidad del paternalismo, son 
notablemente complejas. Una definición plausible de paternalismo sería, a mi 
juicio, la siguiente: El agente A ejerce paternalismo sobre B si y sólo si: 1) A  
ejerce poder sobre B, y 2) con la finalidad de evitar que B lleve a cabo  acciones  
u omisiones que le dañan a sí mismo y/o le suponen un incremento del riesgo de 
daño (siendo estos daños de tipo físico, psíquico o económico). La cual sería 
equivalente a la siguiente: A ejerce paternalismo sobre B  si y sólo si: 1) A influye 
(por medios distintos de la persuasión racional) a B,  coacciona a B,  impide 
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actuar a B o castiga a B; y 2) con la finalidad de evitar que B lleve a cabo  
acciones u omisiones que le dañan a sí mismo y/o le suponen un incremento del 
riesgo de daño (siendo estos daños de tipo físico, psíquico o económico). 
 
4) El paternalismo jurídico sería una forma del paternalismo en general y que cabría 
definir de la siguiente manera: A ejerce paternalismo jurídico  sobre B  si y sólo 
si:1) A ejerce un  poder jurídico sobre B, y 2) con la finalidad de evitar que B 
lleve a cabo  acciones u omisiones que le dañan a sí mismo y/o le suponen un 
incremento del riesgo de daño (siendo estos daños de tipo físico, psíquico o 
económico). La cual sería equivalente a la siguiente: A ejerce paternalismo 
jurídico sobre B si y sólo si: 1) A, en el ejercicio de una competencia, sitúa a B en 
una posición de deber, no derecho, sujeción o incompetencia (en este último caso, 
para modificar su propia situación jurídica), y 2) con la finalidad de evitar que B 
lleve a cabo acciones u omisiones que le dañan a sí mismo y/o le suponen un 
incremento del riesgo de daño (siendo estos daños de tipo físico, psíquico o 
económico). 
 
5) El paternalismo fuerte (la doctrina que considera que la incompetencia es el 
estado normal de la mayoría de los individuos) se basaría en una noción de 
incompetencia inadecuadamente amplia, de la que se deriva la tesis de que que el 
Estado puede justificadamente asumir el rol de padre con respecto a los 
ciudadanos. Ésta es una posición inaceptable. El paternalismo débil sólo aceptaría 
la justificación de concretas acciones y/o regulaciones paternalistas en un marco 
general de respeto por las decisiones privadas de los individuos. 
 
6) El paternalismo débil como doctrina enunciaría un principio moral secundario de 
acuerdo con el cual está justificado que un individuo A ejerza poder sobre B para 
evitar que B lleve a cabo acciones u omisiones que le dañan o le suponen un 
incremento de riesgo de daños (siendo estos daños de tipo físico, psíquico o 
económico), siempre y cuando B sea incompetente (sobre una razonable 






7) Las condiciones de una interferencia paternalista justificada pueden ser 
enunciadas de la siguiente manera: A ejerce paternalismo justificadamente sobre 
B por medio de X, si y sólo si: 1) X es una medida idónea y necesaria, en el 
sentido de que evita que B se dañe a sí mismo o incremente el riesgo de daños  
(siendo estos daños de tipo físico, psíquico o económico) y no hay una forma 
alternativa no paternalista y de coste razonables para evitar esos daños; y 2) la 
tendencia a la producción de esos daños o el incremento de riesgo de daños tiene 
su fuente en un estado de incompetencia básica del sujeto B; y 3) se puede 
presumir racionalmente que B prestaría su consentimiento tanto a la posibilidad 
general de ser tratado paternalistamente por A en ciertas ocasiones como al 
contenido concreto de X, si no estuviera en una situación de incompetencia 
básica. 
 
8) El juicio de idoneidad de una medida paternalista X se compone de dos partes: 
primero, la determinación de que algo es una daño para el sujeto B y, segundo, la 
determinación de que X es un medio adecuado para evitar ese daño. El juicio de 
necesidad de una medida paternalista X es aquel que establece que no existe una 
medida alternativa que logre el mismo objetivo pero a un menor coste. El 
cumplimiento de las condiciones de idoneidad y necesidad es más fácil en 
contextos cooperativos de paternalismo (aquellos en los que las relaciones entre A 
y B son tales que hay más posibilidades de que el paternalismo sea genuino 
paternalismo, es decir genuinamente benevolente, y de que A conozca realmente 
cuáles son los intereses de B) que en contextos conflictivos de paternalismo 
(aquellos en los que entre A y B hay un conflicto de intereses potencial o real). 
 
9) La competencia (en sentido amplio, que abarcaría a todos los factores que pueden 
convertir la decisión de un sujeto en insuficientemente voluntaria) se definiría 
como la “capacidad para tomar una decisión racional”. La función de los juicios  
de competencia sería distinguir entre las personas cuyas decisiones auto-
referentes deben ser respetadas de aquellas cuyas decisiones auto-referentes 
pueden o deben no ser respetadas (por su propio bien). El estándar de exigencia 
para determinar la competencia debe ajustarse de acuerdo con las siguientes 
reglas: 1) cuanto mayor sea el riesgo de una conducta, tanto mayor debe ser el 
grado de competencia requerido para permitir la conducta; 2) cuanto más  
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irremediable sea el daño arriesgado, tanto mayor debe ser el grado de 
competencia requerido para permitir la conducta y 3) el estándar de voluntariedad 
debe adaptarse de otras maneras a las diversas circunstancias especiales. El 
estudio de los factores que pueden generar incompetencia puede ordenarse 
clasificandolos de acuerdo con una doble distinción: 1) factores de incompetencia 
que afectan a aspectos cognitivos o volitivos, y 2) factores de incompetencia que 
son consecuencia de elementos externos e internos. 
 
10) La exigencia de contar con el consentimiento hipotético racional a la medida debe 
entenderse en dos sentidos: En primer lugar, es necesario para que una 
interferencia paternalista X esté justificada que pueda presumirse racionalmente 
que el sujeto B consentiría a X si no estuviera en una situación de incompetencia 
básica. En segundo lugar, debe ser posible presumir racionalmente que B prestaría 
su consentimiento a la posibilidad general de ser tratado paternalistamente por A 
en ciertas ocasiones. En este último sentido, en el contexto de un Estado 
democrático y constitucional, parece plausible sostener que sería racional 
consentir a algunas medidas paternalistas (tales como la irrenunciabilidad de los  
derechos, el ejercicio obligatorio de los derechos de educación, defensa, etc.,  
intromisiones leves en la libertad como la obligación de llevar el cinturón de 
seguridad, detracciones obligatorias para asegurar una pensión de jubilación, etc.). 
 
